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EDITORIAL 
 

Otra vez más, os remitimos un nuevo número de la revista que hacemos y editamos 

entre los que conformamos la Comisión de lo Social de Juezas y Jueces para la 

Democracia.  

 

Dentro de nuestra jurisprudencia interna, tal vez lo más relevante sea el nuevo viraje 

que redunda en la tendencia a cristalizar una situación que tantos efectos perjudiciales 

tiene, como es la precariedad laboral. Esta vez, además, con el matiz de consagrar la 

vuelta a la impunidad en otro de los ámbitos de la contratación temporal irregular de 

las Administraciones Públicas. Nos referimos a la peculiar contratación de interinidad 

por vacante y la reciente puesta en solfa del plazo trianual del EBEP como fiel o 

medida para distinguir entre lo admisible y lo admisible. Hemos podido comprobar 

cómo lo que se anunciaba en la sentencia de 24 de abril de 2019 se ha ido 

consolidando y se sostiene, ya sin ambages, la legalidad de situaciones en las que ese 

tipo de contratación se mantiene durante muchos años, aún y cuando estaba 

concebida legalmente como situación provisoria. Y todo ello, con un “overrolling” 

escasamente explicado y en un contexto en el que parece que se soslaya la eficacia de 

las indemnizaciones como elemento disuasorio del acudimiento masivo a la 

contratación temporal.  

 

En la europea, nos parece muy importante la sentencia que la Gran Sala del Tribunal 

de Justicia de la Unión ha dictado con respecto de la reducción de la edad de 

jubilación de los jueces polacos. No sólo por la trascendencia que da a la Carta de 

Derechos Fundamentales, que ya es de por sí relevante, sino también porque impone 

claros límites a los estados miembros en orden a garantizar la independencia de su 

poder judicial, lo que obviamente también nos parece trascendente.  

 

Aparte de las resoluciones de mérito, encontraréis los habituales apartados de 

jurisprudencia, legislación y artículos.  

 

Este mes van dos y ambos relacionados con nuestra jurisdicción. Uno dirigido a 

explicar la evolución negativa que ha producido en el funcionamiento de nuestros 

Juzgados y Tribunales la normativa que ha entrado en vigor en los últimos años, en 

especial la anticrisis del 2008. Otro, dirigido a hacer ver que, también en el ámbito 

material de la interpretación de las normas sustantivas, se impone considerar la real 

circunstancia de la época en que nos toca vivir, ahormando el Derecho a las nuevas 

situaciones que se dan en nuestra realidad y no consagrando la perpetuación de 

fórmulas previstas para situaciones pasadas.  

 

Como siempre, esperamos que os sea de utilidad lo que os mandamos.    
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ARTÍCULOS 

 

 

Sincronización del derecho laboral: Dos décadas 

del siglo XXI. 
 

Florentino Eguaras Mendiri 

Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de País Vasco.  

Sala de lo Social. 

 

 

0. Aproximación 

 

El camino más largo tiene un comienzo. El derecho laboral empezó su cuenta desde 

el 0 y ha ido creciendo de decimal en decimal, sin embargo hoy da la impresión de 

que va restando de unidad en unidad. Si esto sigue así pronto retrocederemos a su 

inicio: un cero. 

 

Aunque creo que el derecho tiene una capacidad expansiva imparable, y que la 

historia nos demuestra que tiende a consolidarse impregnándose cada vez de más y 

más igualdad, la actual percepción parece ser la contraria. Podemos pensar que 

vivimos una fase centrífuga del derecho social. 

 

Queremos presentar algunos temas en los que la realidad laboral ha cambiado de tal 

manera que se requiere una respuesta del derecho social que, sin embargo, no se 

está ofertando por este.  

 

Estos temas se atisbaban desde la década de los años setenta del siglo pasado, ¿qué 

ha pasado con ellos en el siglo XXI? Esta es nuestra visión de ellos. 

 

Acudimos en este artículo al enunciado de los mismos, conscientes de que dejamos 

muchos temas en el camino, y de que nuestro enfoque es esencialmente judicial. La 

justificación de ello es que no podemos abarcar todo y que soy juez que escribo en 

una Revista de Juezas y Jueces. 

 

 

1. Algunos criterios previos 
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-Sincronizando. El derecho no es un fenómeno, es una realidad constructiva del 

hombre, y por tanto cabalga con el desarrollo de la sociedad. La evolución de esta 

requiere un ajuste permanente de las normas que la rigen. Un derecho desligado de 

los hechos y la acción sociales es una quimera ideológica atractiva para los 

pensadores, pero sin valor para la sociedad. 

La sincronización entre el derecho y la constructividad de la vida social es una 

premisa básica de aquel. La realidad de lo que sucede en el mundo se invade por el 

derecho, cuanto antes se rellenen las lagunas antes la sociedad responde a los 

interrogantes de su propia dinámica, que es la vida del hombre en sociedad. 

 

-La jurisprudencia o el arte de aplicar el derecho. Un elemento diseñador, no 

meramente funcionalista, del derecho es la actividad de los tribunales. Los 

instrumentos únicos con los que cuenta el derecho laboral hacen de él un territorio 

acotado dentro del derecho, con sus fuentes y sujetos particulares. El Convenio 

Colectivo, los Sindicatos o el conflicto colectivo son las herramientas propias del 

derecho laboral, que le alejan de una concepción meramente positivista del derecho, 

radicándolo en el flujo de las relaciones sociales, y le acercan, en su propia 

configuración, a la praxis de los órganos judiciales.  

 

Estos, cuando acceden al entorno laboral, interpretan una realidad de especial 

volatilidad, cuya causa de su dinamicidad se encuentra en sus propias fuentes e 

instrumentos. 

 

El enriquecimiento constante del campo laboral en la vida social no le resta de seguir 

siendo una rama del derecho –ordenación social normativatizada-, pero acentúa la 

labor de los órganos por cuyas manos – mentes- pasan los conflictos del mundo 

social. 

 

-+Más derecho –menos economía. El derecho regula conductas -actos y negocios-. 

La economía aborda hechos. El derecho está por encima de la economía y en su 

misión está el regularla. La integridad1 de una sociedad implica que campos de la 

realidad social se ordenen conforme al diseño del derecho. 

 

El fetichismo económico es un espejismo que enturbia el centripetismo del derecho. 

 

- Trabajo y empleo estable. El derecho al trabajo no es un bien escaso. La economía 

busca utilizar y desarrollar los bienes escasos. Si al trabajo lo concebimos como un 

bien escaso entonces lo convertimos en un hecho económico, en un input 

empresarial. Pero si lo diseñamos como un derecho, entonces le damos el alcance, 

contenido, dimensión y extensión propios de los derechos. En esta óptica jurídica la 

                                                 

1 En el sentido que le otorga R. Dworkin. El Imperio de la Justicia, Gedisa, 1992, pág. 123. 
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estabilidad sí es un atributo del trabajo, no un alea que sería impropio de un derecho 

básico y fundamental. 

 

-Resumimos. Partimos de que el derecho no puede desvincularse de la sociedad en la 

que se aplica, y que en esta aplicación los tribunales sociales son sujetos privilegiados 

de un campo muy particular como es el laboral.  

 

El derecho regula los sistemas y entre ellos el económico. El derecho normativiza la 

realidad cronológica de la sociedad, se acompasa con ella. 

 

Solo un derecho que es estable es tal. Otra cosa es que su ejercicio pueda limitarse. 

 

 

2. Obsolescencia jurídica 

 

- Punto de partida. Nos vamos a centrar en la realidad nacional. Hay muchos debates 

en la región europea, multitud de figuras importadas de las formas de producción 

transnacionales, y pluralidad de iniciativas de los institutos y organizaciones 

internacionales. La tradicional resistencia de los Pirineos para que las nuevas ideas 

penetren en nuestro funcionamiento jurídico se vuelve a repetir. Damos pronto el 

paso a la terciarización laboral y la alarma que generan las ideologías sobre el fin del 

trabajo y escaso tránsito a las llamadas a su protección. 

 

- Individualizando los casos. Me voy a referir a las materias que considero que 

contienen un impacto relevante en el derecho laboral y cuyo tratamiento no se ha 

abordado adecuadamente durante el presente siglo XXI. El derecho parece que se ha 

criogelizado ante los cambios de la modernidad y entretanto el estancamiento 

jurídico está produciendo un daño social.  

 

Mi referencia se ciñe a la actividad judicial, solo aludo a esta, dejando al margen otros 

ámbitos, y ello porque parto de la base de la recreación que el derecho laboral recibe 

en los tribunales. 

 

En concreto abordaré: 

 

a) La incidencia de los derechos fundamentales en las relaciones laborales. 

b) El tráfico mercantil de las empresas. 

c) Sistemas de producción. 

d) Coordinación de los criterios administrativos. 

e) Empleo y gestión públicos. 

f) Responsabilidad social corporativa. 
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-¿Por qué obsolescencia jurídica? La obsolescencia es la característica configurativa 

de un producto que le hace ser útil y funcionar durante un tiempo previamente 

programado. La obsolescencia jurídica es el tiempo en que una concepción puede 

seguir siendo necesaria o servir a su finalidad; cuando las circunstancias han 

cambiado o la conflictividad negocial varía ciertas instituciones o diseños 

jurisprudenciales dejan de ser operativos requiriendo el empleo de otros nuevos 

instrumentos de derecho que se ajusten a las necesidades emergentes. Mantener una 

maquinaria obsoleta, con reparaciones constantes, entorpece la funcionalidad propia 

del derecho social. Se deja de ofertar una respuesta para introducir un problema. 

 

Cuando esto sucede, siempre alguien queda favorecido en sus intereses, pero son sus 

intereses, no los sociales a los que sirve el derecho. Y si el derecho sirve a unos y no a 

otros entonces no es el derecho que nosotros concebimos, sino un instrumento del 

más fuerte sobre el más débil. 

 

 

3. Ponemos en marcha el reloj de los Tribunales 

 

a) La incidencia de los derechos fundamentales en las relaciones laborales.  

- El 16-4-13 el TSJPV2 dictó sentencia en el recurso 2787/13 en la que apreció que el 

trabajador  había sido objeto de un despido nulo porque el practicado por la 

empresa había incidido mayoritariamente sobre trabajadores afiliados a un 

determinado sindicato. La alegación de la nulidad del despido la formuló la parte 

actora durante el juicio en sus conclusiones, al observar la documentación presentada 

por la empresa. El TSJPV argumentó que no había novación en la petición de la parte 

actora porque alegar la vulneración de un derecho fundamental, como es la libertad 

sindical, puede y debe realizarse en cualquier fase del proceso, cuando de ello se 

tiene conocimiento en él.  

 

El Tribunal Supremo en su sentencia de 26-3-2014, recurso de unificación de doctrina 

1766/2013, consideró que la alegación fuera del momento de la demanda era una 

petición extemporánea, que suponía una variación sustancial que implicaba que no 

se debiera atender. Revocó la sentencia del TSJPV. 

 

- Este caso es un ejemplo de cómo los derechos fundamentales no se han 

introducido dentro de la relación laboral. Resulta impensable el que cuando se tiene 

conocimiento de una quiebra de un derecho fundamental la jurisdicción no la 

examine. Dejar de dar respuesta a una petición de la entidad de nuestro caso es un 

déficit de tutela tanto del marco constitucional como de la relación laboral. 

Ampararse en un óbice procesal es más que alarmante. 

                                                 

2 TSJPV hace referencia al Tribunal Superior de Justicia del País Vasco; con TS aludimos  al 

Tribunal Supremo; en general con TSJ a Tribunal Superior de Justicia; y con TJUE al Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea. 
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- Los derechos fundamentales no han calado en el hacer judicial. La causa es la 

inercia que proviene de la contemplación de las relaciones laborales como un sistema 

autónomo e independiente del social. La clásica distinción entre actividades de 

producción y de reproducción ha llevado a acometer la juridificación del mundo 

laboral marginando al trabajador de los derechos fundamentales.  

 

Estos derechos suelen ser de limitada apreciación por los tribunales e, incluso, se 

llega a prescindir de la inversión de la carga probatoria en la práctica forense, 

exigiendo al trabajador que introduzca en el proceso no ya indicios sino pruebas 

irrefutables –onus probandi- de que la conducta empresarial es conculcadora de los 

derechos fundamentales. Extremo más que difícil cuando tratamos de conductas y 

voluntades. 

 

-Las Declaraciones de los Derechos Universales del hombre ya fueron elaboradas 

hace años, ¿a qué esperamos para introducirlas en el mundo del trabajo? 

 

b) El tráfico mercantil de las empresas. 

 

-Hemos aludido otras veces al fenómeno denominado clase corporativa3. Consiste en 

que junto a las clases altas, medias y bajas se ha descrito una nueva clase. Su 

etiquetación, clase corporativa, proviene de que es la dirigente empresarial. La 

despersonalización de las empresas mediante la fragmentación de su poder por 

medio de las acciones ha requerido un colectivo que gestione la dirección de las 

entidades corporativas. 

 

La clase corporativa es una manifestación del cambio que la empresa ha sufrido en el 

siglo XX y reclama en el derecho laboral una nueva configuración del empresario que 

no se ajuste a una exclusiva identificación del mismo como una parte subjetiva del 

contrato de trabajo. Es necesario ampliar el concepto de empresario en el derecho 

social. Que este acometa una regulación global del mismo. 

 

- Las transmisiones de fábricas con cambios de dirección en el derecho social se 

manifiesta en las sucesiones de empresas. 

 

Con independencia de la regulación legal o convencional del instituto de la sucesión, 

su diseño proviene en gran parte del alcance que a ella se otorgue en la 

interpretación de la ley o el Convenio.  

                                                 

3 Vid en Jurisdicción Social, núm 194, Florentino Eguaras Mendiri, “Génesis de la negociación 

colectiva…”. 
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- El TJUE4 ha ampliado los criterios de apreciación de la sucesión que nuestros 

tribunales nacionales admitían. En general la jurisprudencia del Tribunal Supremo era 

restrictiva a la admisión de la subrogación empresarial. 

 

Por señalar solo un caso: la sentencia del TJUE de 11-7-2018, C-60/17. Se trata de 

determinar si cuando el convenio colectivo establece que la empresa sucesora no se 

hará cargo de determinadas deudas salariales, prevalece esta exención, o el concepto 

de sucesión empresarial impide pactar una limitación que desvirtúe el régimen 

general de la sucesión de empresas. El criterio de nuestros tribunales era el de admitir 

está exención de responsabilidad, la sentencia del TJUE omite la previsión 

convencional y la extiende a la nueva sucesora. 

 

- Cuántas veces se ha dicho jurisprudencialmente que hay una jerarquía normativa 

por la que el convenio se supedita a la ley. Y, sin embargo, en nuestro tiempo en que 

hay una clara incidencia de los fenómenos sucesorios ¿cómo se podía decir que para 

estos casos  de exención de responsabilidad era posible prescindir del contenido de 

la ley y limitar su contenido? 

 

-Hay una resistencia a aplicar el principio de estabilidad en el empleo y las garantías 

de los derechos del trabajador en los supuestos de sucesión de empresas. Bajo el 

manto de la libertad empresarial no se oferta una respuesta acomodada a la 

volatilidad subjetiva del empresario y la precariedad e inseguridad que se introducen 

en el contrato de trabajo. 

 

c) Sistemas de producción. 

 

-Taylorismo o fordismo son sistemas de producción basados en la unicidad 

empresarial. El proceso de fabricación se inicia y acaba en la empresa. La ubicuidad 

espacial es una de sus características. El diseño productivo se configura dentro de la 

empresa, que es el lugar donde mandan pocos y obedecen muchos, según reza la 

clásica definición de la empresa. 

 

-Holding, outsourcing o configuración en red son sistemas de producción por los que 

una empresa realiza su actividad productiva subcontratando o delegando en otras 

parte de su negocio. Estos términos aluden a una descentralización, horizontal o 

vertical, de la producción y a una cooperación entre las empresas. Dos figuras 

destacan en esta realidad: las subcontrataciones y los grupos empresariales que se 

forman entre distintos empresarios. 

 

- Las subcontrataciones en nuestro derecho tienen una regulación que pivota, para 

generar derechos a favor del trabajador, en torno a la definición de lo que es la 

                                                 

4 Con TJUE aludimos al Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 
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propia actividad. Según se dé a este concepto más o menos amplitud habrá 

responsabilidad de las empresas frente al trabajador. Ante este fenómeno dispersivo 

de la producción la respuesta actual de los tribunales es la de señalar que solo hay 

propia actividad cuando hay un mimetismo de actividad entre la contratista principal 

y la subcontratada5. Tal vez no nos sorprenda esta interpretación. Pero no parece 

ajustada a nuestra realidad en la que las empresas subcontratan casi todos los 

elementos de su proceso de fabricación. 

 

- También la atomización productiva nos obliga a preguntarnos si la concepción que 

hoy se oferta de la responsabilidad empresarial se acomoda a los tempos de las 

empresas. Antes el contrato de trabajo se concebía como una prestación de servicios 

en la que el empleador adquiría el trabajo que realizaba el operario. Parecía bastante 

claro que uno trabajaba y otro se beneficiaba, y ello pasaba porque uno de los inputs 

empresariales era el trabajo. Al descentralizarse las actividades de producción, 

entonces ¿para quién trabaja el trabajador cuando su trabajo es necesario para la 

elaboración de un producto final que no produce su empresario?  

 

La respuesta de nuestros tribunales es terminante: se trabaja para el empleador que 

ha contratado al trabajador, salvo fraudes o confusiones empresariales. La regla 

general es que responde de los derechos del trabajador su empresario. Se viene a 

decir que el tráfico empresarial no interfiere en el derecho del trabajador, que 

mantiene su contrato con el empresario. 

 

Una búsqueda de la actividad productiva más refinada, acomodada a las realidades 

de fabricación, nos acercaría a la identidad compartida de la figura del empresario. El 

derecho contempla prestaciones reciprocas, y esta reciprocidad, en los casos de 

producción en red o en fragmentación empresarial, se manifiesta entre el receptor y 

emisor del trabajo. El esquema formal y quietista del contrato de trabajo resulta una 

respuesta insuficiente al tiempo en que escribimos. 

 

- Otro problema se nos plantea al hilo de lo dicho. ¿Cómo probar una confusión de 

empresas? La cuestión es la siguiente. En el tráfico empresarial se actúa con grupos 

de empresas, verticales u horizontales, y en estos a veces no es fácil precisar si 

estamos ante un empresario único o varios enmascarados bajo el paraguas de las 

diferentes personalidades jurídicas que forman las empresas, aparentemente 

independientes. Es importante determinar si se trabaja para uno o para varios 

empresarios porque de ello va a derivar la identificación de la responsabilidad 

empresarial frente al trabajador. Este desenmascaramiento del real empresario se 

instrumentalizaba por medio de la denominada actuación del levantamiento del velo. 

 

                                                 

5 Vid TS 3-10-2008, rc. 1675/2007. 
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Para estos casos en el siglo XX nuestros tribunales aplicaban en el proceso laboral el 

onus probandi atribuyendo al trabajador la carga de probar los indicios de una 

posible confusión de empresarios6. Se argumentaba que el trabajador no puede 

probar las interioridades del empleador, por lo que si aportaba los elementos de los 

que podía disponer –más bien acceder- y de ellos se deducía un enmascaramiento 

del real empresario, correspondía a quien se oponía acreditar que hay una 

independencia de empresas que exonera su responsabilidad compartida. 

 

Bueno, pues hoy ya no es así. Al trabajador ahora se le exige que pruebe que 

concurren todos los elementos de un grupo de empresa patológico/pernicioso. Los 

clásicos requisitos del levantamiento del velo los debe aportar el que los alega7. 

Prueba la que ahora se pide cuasidiabólica, y prácticamente imposible en los casos de 

ingeniería mercantil, porque lo que debe acreditar el trabajador es nada más y nada 

menos que concurren una confusión de caja, personas y cosas entre las empresas. Y, 

esto, en la era globalizada y de la informática es más una proyección ideal que una 

verdadera posibilidad. 

 

d) Coordinación de los criterios administrativos. 

 

-En el siglo XXI se dice que vivimos la decadencia del estatocentrismo. Las fuerzas 

centrifugas por encima –Unión Europea- y por debajo –movimientos secesionistas- 

hacen mella en el hasta hace poco inamovible concepto del Estado. Pero, por otro 

lado, la presión ciudadana reclama cada vez más servicios y prestaciones del Estado. 

 

- La racionalización del poder es la burocracia weberiana y la evolución de la 

Administración exige una funcionalidad de esta ajustada a las prerrogativas 

otorgadas legalmente a ella. Los campos que se invaden por la Administración son 

cada vez mayores y se desenvuelven en el ámbito de la coordinación. Esta tiene por 

objeto mejorar la situación del administrado, favorecerlo; no puede ser concebida 

como un instrumento de control del sujeto. 

 

- El TSJMadrid en sentencia de 16 de octubre 2015, recurso de suplicación nº 

599/2015, estimó una Incapacidad Permanente Total para un taxista porque por su 

estado de salud se le había retirado el permiso municipal de conductor. El TS en 

sentencia de 28-9-2017, recurso de unificación 3978/2015, revocó este 

pronunciamiento señalando que esa falta de autorización no implicaba la 

imposibilidad de ejercer la profesión8, en el sentido que tiene la Incapacidad laboral. 

                                                 

6 TS 10-11-1987, RJ 1987/7838 o 3-5-1990, RJ 1990/3946. 

7 Últimamente TS 31-10-2017, rc 4086/17. 

8 Este caso fue analizado en Jurisdicción Social, nº 184, Enero 2018, Florentino Eguaras Mendiri, 

Incapacidad Permanente Total: Incapacidades e Incapacitados. 
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- Una sociedad moderna requiere que las respuestas al ciudadano desde las esferas 

de poder sean coherentes. Las entidades gestoras de la Seguridad Social y los 

organismos administrativos de otras áreas deben realizar sus funciones de manera 

coordinada. 

 

- La actual protección, control y supervisión de la Administración que inciden en 

distintos campos de las personas limita al sujeto en sus acciones. La pérdida de 

independencia de los administrados se corresponde con una presunta garantía de 

sus derechos. 

 

- El derecho social hoy exige que pluralidad de facetas intervenidas por la 

Administración se contemplen como la expresión de funciones que pretenden 

resultados lógicos. Descartar anacronismos es una exigencia del desarrollo social de 

hoy en día. Los tribunales contemplan el derecho desde la integridad del mismo; 

desde una concepción holista y sistémica del corpus legal el fragmentar ámbitos 

concurrentes del devenir de la persona, desfasa la aplicación del derecho. 

 

e) Empleo y gestión públicos. 

 

- En sentencia del TS de 18-3-1991, RJ 1991/1873, se declaró que las irregularidades 

cometidas por la Administración en las contrataciones laborales determinaban que se 

aplicase el derecho laboral en toda su extensión, y que el trabajador afectado por la 

ilegalidad administrativa adquiriese la condición de empleado fijo en la 

Administración correspondiente. Hoy la jurisprudencia del TS declara que en estos 

casos los efectos del incumplimiento del derecho laboral por la Administración son la 

declaración de trabajador indefinido –en mayor inestabilidad que el fijo-, 

justificándose esta nueva opción en que el acceso a un puesto adminstrativo requiere 

un proceso público de acreditación de los méritos y la capacidad. 

 

- Es una realidad que el ejercicio de las funciones administrativas de gestión invade 

contenidos propios del derecho laboral. La cualidad de empleadora de la 

Administración le ha convertido en la actualidad en uno de los centros de trabajo 

más significativos en la sociedad moderna. 

 

La amalgama de entes públicos, con diversas formas mercantiles o administrativas, ha 

creado una importante confusión. Las formas de gestión directas o indirectas 

introducen una inestabilidad laboral, que es propiciada por las masivas 

contrataciones temporales y el fomento de subcontratas sucesivas. 

 

- ¿Es posible mantener legítimamente en el siglo XXI que la Administración incumpla 

la ley o fomente con su tipología una devaluación de los derechos de los 

trabajadores?  
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El poder judicial no es parte de la Administración pero a veces la trata como si fuese 

su hermana y, por el contrario, al trabajador como a un visitante molesto que 

incomoda con sus peticiones. 

 

Subyace en el trato que en los tribunales recibe la Administración una interpretación 

restrictiva de los derechos de los trabajadores. Hay cierto sentimiento de que lo 

público somos todos y que debemos defenderlo, evitándole costes al Estado y 

amparando sus conductas irregulares. Qué lejos está tal concepción de la 

modernidad de un Estado de derecho y de la historia, que nos demuestra que solo lo 

que se ajusta a la ley perdura. 

 

f) Responsabilidad social corporativa.  

 

- ¿Pero qué es eso?9 

 

- Un fiscalista en seguida nos explicaría la posibilidad de las empresas de publicitar 

sus actuaciones en materia de responsabilidad corporativa. Un analista del derecho 

de la Unión o internacionalista nos conduciría a la documentación sobre la 

preocupación porque las prácticas empresariales se ajusten a actuaciones de respeto 

a los derechos humanos, a la protección del entorno ecológico y social en que se 

ubican, o la obligada colaboración de las empresas con las instituciones locales. 

 

- El derecho del trabajo está absolutamente al margen de este concepto. 

 

 

4. Pulsamos stop en el cronómetro 

 

- Hemos presentado algunos temas en los que la respuesta a los problemas creados 

por la postmodernidad por parte del derecho laboral y de los tribunales que lo 

interpretan no se acompasa con el tiempo, las técnicas y las exigencias del siglo XXI.  

 

- Al final podemos decir a la jurisprudencia tempus fugit. Sí, el tiempo pasa y si el 

derecho social no evoluciona se petrifica; lo peligroso es que el derecho laboral no se 

petrifica sino que en su caso se cristaliza, y el cristal es de extremada fragilidad y se 

rompe, no es como la piedra o el papel que aguantan todo. 

 

 

 

 

 

                                                 

9 Una explicación de este concepto en Revista Arantzazu, febrero 2015, Florentino Eguaras, La 

responsabilidad social corporativa/empresarial, págs. 38 y ss. 
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ARTÍCULOS 

 

Proceso laboral y crisis económica. Algunas notas 

sobre la efectividad de la garantía judicial de los 

derechos laborales 
 

Antonio Baylos Grau 

Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social por la 

Universidad de Castilla-La Mancha 

 

 

Las reformas laborales de 1994 obligaron a confeccionar una nueva Ley de 

Procedimiento Laboral, lo que efectivamente se hizo con el Real decreto Legislativo 

2/1995 de 2 de abril. También en esa época, se instaura un sistema autónomo de 

solución de conflictos colectivos de trabajo derivado de la negociación colectiva, a 

partir de la conclusión del ASEC en 1996 y la previsión del SIMA como fundación que 

sostiene el sistema de mediación y arbitraje creado por los interlocutores sociales, que 

lo sustraen así al control judicial. El nuevo siglo trajo cambios importantes en la 

regulación procesal civil, mediante una reforma de la Ley de Enjuiciamiento civil en al 

año 2000, que coincide en sus objetivos con los que aconsejaron la especialización del 

proceso laboral, es decir el adecuar el procedimiento civil a un mayor grado de 

efectividad de los derechos, y cuyas reformas habrían de influir sin duda en la 

regulación procesal laboral, dada la relación de supletoriedad que la LEC tiene 

respecto de la LPL, y que se manifestó especialmente en los aspectos relativos a la 

nueva regulación de la prueba en la LEC . 

 

Esta nueva regulación, unida a la implantación de la nueva oficina judicial por la Ley 

13/2009 de 3 de noviembre, y las reformas legislativas de nuevo cuño emprendidas 

entre el 2006 y el 2007, en especial la promulgación del Estatuto del Trabajo 

Autónomo por la Ley 20/2007, impulsó la elaboración de la Ley 36/2011, de 10 de 

octubre, reguladora de la jurisdicción social (LRJS), que incorporaba además la más 

reciente jurisprudencia constitucional. La LRJS, de excelente factura técnica, pretendía 

conseguir una mejor adaptación del proceso laboral tanto a sus condicionantes 

constitucionales como a sus tradicionales imperativos de eficiencia y rapidez en la 

satisfacción de los derechos laborales. Como sintetizaba su Exposición de Motivos, la 

norma pretendía “dotar a los órganos judiciales de instrumentos que agilicen los 

procesos de resolución de controversias, eviten abusos equilibrando la protección y 

tutela de los distintos intereses en conflicto, protejan mejor a los trabajadores frente a 
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los accidentes laborales y proporcionen mayor seguridad jurídica al mercado laboral. 

Esta Ley presenta, en definitiva, una respuesta más eficaz y ágil a los litigios que se 

puedan suscitar en las relaciones de trabajo y seguridad social, y ofrece un tratamiento 

unitario a la diversidad de elementos incluidos en el ámbito laboral para una mejor 

protección de los derechos”. 

 

Lamentablemente, la promulgación de la LRJS coincide con el inicio de las reformas 

estructurales urgidas en nuestro país por la crisis de endeudamiento provocada por el 

hundimiento del sistema financiero privado debido a la burbuja inmobiliaria y las 

hipotecas “sub prime”, que fue compensada por la inyección extraordinaria de dinero 

público provocando el incremento de la deuda soberana y su sobre exposición a los 

mercados internacionales de la deuda con el alza de los intereses. La crisis del euro y el 

lanzamiento de las políticas de austeridad gobernadas por la troika que 

protagonizaron la Comisión europea, el BCE y el FMI, provocaron como es sabido no 

sólo la implantación de reformas estructurales del mercado de trabajo y recortes del 

gasto público, sino que llegaron a imponer modificaciones de la Constitución en las 

que se incorporaba un principio de estabilidad presupuestaria y de la satisfacción 

prioritaria de la deuda a los acreedores financieros, un precepto éste que restringía las 

posibilidades de poner en práctica medidas de protección social ante la crisis en 

sintonía con la cláusula de estado social presente en el art. 1 CE. 

 

Las reformas sobre flexibilidad interna y externa del mercado de trabajo, es decir, 

modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo y despidos especialmente, 

afectaron muy directamente al texto de la nueva LRJS, que hubo de ser de reformada 

de manera muy profunda conforme a los cambios esenciales que la reforma laboral del 

2012 impuso a nuestro sistema de relaciones laborales. La degradación de derechos 

que esta norma supuso en el ordenamiento laboral español, tuvo continuación en 

nuevas reformas más limitadas en el 2013, debilitando así de forma importante la 

función garantista del proceso laboral.  

 

El segundo elemento nocivo de la legislación de la crisis ha venido dado por el 

bloqueo del gasto público y la inversión en el servicio público de la justicia. Las tasas 

de reposición estrictas, según las cuales no se podía reponer más que un tanto por 

ciento reducido de las bajas producidas en las plantillas del empleo público por 

jubilación o fallecimiento del personal destinado en los respectivos servicios, han 

producido un evidente deterioro en la prestación de las actividades esenciales para la 

comunidad.  

 

Por último, también el elemento de la gratuidad ha sido amenazado por la crisis, a 

través de una muy criticada regulación prevista en la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, 

de tasas judiciales, que ampliaba las mismas a las personas físicas que en el orden de 

lo social se limitaba a los recursos de suplicación y casación, lo que provocó que el 

pleno no jurisdiccional de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 5 de junio de 
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2013 entendiera que los trabajadores y beneficiarios de la Seguridad Social no tenían 

que abonar tasa alguna por la interposición de tales recursos . 

 

En especial, estas condiciones más desfavorables repercuten necesariamente sobre la 

celeridad del proceso laboral, lo que a su vez incide directamente en la debilitación de 

la eficacia en la garantía de los derechos laborales. Veamos algunos datos estadísticos. 

 

En el 2004 y 2005, hace una docena de años, MIRANZO DÍAZ presentaba un 

“panorama moderadamente optimista”  de la jurisdicción social que ingresaba casi 

350.000 asuntos, de los que en el año quedaban pendientes y tramitados 155.000. La 

duración media de los procesos en los juzgados de lo social era de cinco meses, 

aunque la duración difería notablemente en función del tipo de proceso. Por ejemplo 

conflictos colectivos y despidos venían a tardar para su resolución en la instancia una 

media entre 2,6 y 2,8 meses, mientras que los procesos de Seguridad Social se 

demoraban 5,65 meses. El dato era más relevante si se comparaba con la duración 

media de los procesos civiles de primera instancia de casi 8 meses, pero algunos de los 

procesos, como las quiebras, hasta la entrada en vigor de la Ley concursal, llegaban a 

prolongarse 33 meses. 

 

La situación ha empeorado sensiblemente en estos años. Y no solo por el incremento 

del ingreso de casos, pues la reforma laboral del 2012 ha inducido una clara disuasión 

en el acceso a la tutela judicial efectiva, aunque a partir del 2017 se puede verificar un 

repunte. De los 382.000 casos de nuevo ingreso en el 2016, se ha pasado a los 404.860 

del 2017. Los asuntos pendientes y tramitados se han elevado a 282.387. Las materias 

donde se ha producido el incremento más llamativo son los de despidos y 

reclamaciones de cantidad. Más de 104.000 demandas por despido y 122.000 

reclamaciones de cantidad. En los juzgados de lo social, entre el 78 y 79 % de las 

sentencias son estimatorias en ambos supuestos – despidos y reclamaciones de 

cantidad – lo que choca con el 62% de desestimaciones de las demandas de tutela de 

la libertad sindical y otros derechos fundamentales. Hay que tener en cuenta que el 

número de jueces y magistrados de lo social se ha mantenido estable desde el 2013: 

son 536 magistrados en toda España, incluidos los jueces y magistrados de los 

juzgados de los social, los miembros de las salas de lo social de los Tribunales 

Superiores de justicia y de la Audiencia Nacional, y los miembros de la Sala de los 

Social del Tribunal Supremo. La tasa de congestión es muy elevada en varias 

Comunidades Autónomas entre ellas Andalucía, Castilla La Mancha, Murcia, 

Comunidad Valenciana y Galicia.  

 

La duración media de los procesos se ha duplicado respecto de la media estimada en 

el 2004. Durante tres años consecutivos, a partir del 2013, la duración media de los 

procesos en la jurisdicción social ha sido la de 10,7 meses. En el 2017 se ha conseguido 

reducir esta tasa de duración media a 9,4 meses. Entre los distintos tipos de procesos, 

la diferencia es también mayor. Los procesos por despido duran 6,1 meses de media, 
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pero los conflictos colectivos superan los 8 meses y 7,7 meses de duración se estiman 

para los procesos de tutela “preferente y sumaria” de derechos fundamentales y 

libertades públicas. Es decir, en estas tres variedades en las que la urgencia y 

preferencia en el despacho es absoluta, se ha casi triplicado el tiempo de espera para 

los trabajadores y sus organizaciones representativas. Una apreciación aún más crítica 

si se contempla el tiempo medio calculado para la tramitación de los litigios sobre 

seguridad social, accidentes de trabajo o impugnación de actos administrativos, donde 

el tiempo de espera casi llega al año (más de once meses en materia de Seguridad 

Social) o lo supera (12,5 meses en materia de impugnación de actos administrativos, 

14,7 meses en materia de accidentes de trabajo). Por lo que se refiere a las Salas de lo 

social de los TSJ, la duración ha crecido pero de manera más controlada, a un lapso de 

tiempo de 4,5 meses, mientras que la casación ante el Tribunal Supremo se sitúa en 

14,1 meses. 

 

Es definitiva, la crisis se ha presentado como el detonante de una situación de 

excepción, un momento constitucional destituyente de la consideración del Estado 

democrático como un Estado social, y que ha querido ser sustituido por un modelo de 

liberalismo autoritario en las relaciones laborales. La utilización de la crisis como 

dispositivo disciplinario de las relaciones laborales se ha manifestado en España a 

través de las reformas laborales del 2010, 2011 y fundamentalmente del 2012 que 

extendieron y profundizaron la flexibilización de las relaciones de trabajo y la 

disminución de las garantías del despido, el incremento de la unilateralidad 

empresarial y la reducción del poder sindical en la negociación colectiva. Una 

intervención de choque que se acompañaba ideológicamente de la entronización del 

emprendimiento y del sujeto emprendedor como trasunto del trabajador autónomo, la 

descolectivización del trabajo y la debilitación del sujeto sindical, la revalorización de la 

capacidad regulativa directa de la autonomía individual como eje de la activación 

económica y la debilitación del control judicial de los poderes empresariales. Un 

formidable esfuerzo por una nueva regulación neoautoritaria de las relaciones 

laborales que fue avalado por el Tribunal Constitucional a través del juicio de 

ponderación sobre el que basaba sus decisiones según el cual la condición de la 

recuperación del empleo pasaba por la restricción de los derechos individuales y 

colectivos derivados del trabajo. 

 

Este panorama ha impactado asimismo en la jurisdicción social. El recorte 

presupuestario y la disminución drástica de recursos están provocando una demora de 

la prestación de la tutela judicial que castiga especialmente a las clases subalternas y 

evita la satisfacción efectiva de sus pretensiones. La reducción generalizada de 

derechos, acompañada de la precariedad, desincentiva acudir a los tribunales 

reclamando lo que la norma o el convenio obliga. La norma laboral reformada es 

extremadamente hostil a reconocer el control judicial en los despidos económicos o en 

la modificación de las condiciones de trabajo, porque entiende que la decisión del 

empresario no puede ser contrariada por la decisión judicial, que debe aceptar sin 
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oposición lo que decida el poder privado. La tendencia creciente de las empresas, 

creen o no nuevos modelos de negocio, a definir las relaciones con sus empleados 

como relaciones extralaborales, construye un universo de prestaciones “libres”, que 

persigue fundamentalmente escapar de la mediación judicial que pueda recomponer 

las prestaciones de servicios como reales relaciones de trabajo que generen derechos 

laborales y obligaciones públicas para el empleador respecto de sus empleados y la 

Seguridad Social.  

 

El derecho a la tutela judicial de los derechos laborales, está siendo puesto en peligro 

tanto desde la propia estructura deficiente de la jurisdicción como por la erosión de 

los derechos provocada por la reforma laboral y la hostilidad de la norma al control 

judicial. Urge revertir esta situación. El momento político actual puede suministrar una 

oportunidad para ello siempre que se actúe sobre los dos niveles. Corrigiendo de 

urgencia aspectos fundamentales de la reforma laboral y dotando a la jurisdicción 

social de mejores infraestructuras y personal para el desempeño de su función 

jurisdiccional. Es el camino que se debe recorrer para lograr una institución pública 

que garantice efectivamente la satisfacción de los derechos individuales y colectivos 

derivados del trabajo. 

 

 

 

 

LEGISLACIÓN 
 

UNIÓN EUROPEA 

ESTATAL 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

 

UNIÓN EUROPEA 

 

Directiva (UE) 2019/983 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de junio de 2019, 

por la que se modifica la Directiva 2004/37 / CE sobre la protección de los trabajadores 

contra los riesgos relacionados con la exposición a carcinógenos o mutágenos en el 

trabajo. Ir a texto 
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https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.164.01.0023.01.ENG&toc=OJ:L:2019:164:TOC
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Reglamento (UE) 2019/941 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de junio de 

2019, sobre preparación ante riesgos en el sector eléctrico y por la que se deroga la 

Directiva 2005/89 / CE. Ir a texto 

 
 

ESTATAL 

 

Orden TMS/667/2019, de 5 de junio, por la que se crea el Observatorio para la lucha 

contra el fraude a la Seguridad Social. Ir al texto 

 

Orden JUS/623/2019, de 6 de junio, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de 

Ministros de 12 de abril de 2019, por el que se crea la Comisión Mixta de Cooperación 

Jurídica Internacional. Ir al texto 

 

Acuerdo de 6 de junio de 2019, de la Comisión Permanente del Consejo General del 

Poder Judicial, por el que se prorroga la atribución a los juzgados de lo social números 

5, 23 y 30 de Barcelona, ya especializados en ejecutorias, del conocimiento de las 

ejecuciones dinerarias derivadas de los juzgados de lo social de los partidos judiciales 

de Terrassa, Sabadell, Granollers, Mataró y Manresa; realizada por Acuerdos de 15 y 28 

de febrero de 2018. Ir a texto 

 

Resolución de 4 de junio de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se 

publica el Convenio entre el Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social y el Instituto Social de la Marina. Ir a texto 

 

Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo de modificación del Convenio colectivo profesional entre 

la Entidad Pública Empresarial ENAIRE y el colectivo de controladores de tránsito 

aéreo. Ir al texto 

 

Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 

registra y publica el Convenio colectivo estatal del sector laboral de restauración 

colectiva. Ir al texto 

 

 

AUTONÓMICA 

 

Aragón 
 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.158.01.0001.01.ENG&toc=OJ:L:2019:158:TOC
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/19/pdfs/BOE-A-2019-9215.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/08/
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-8928
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-9123
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/18/pdfs/BOE-A-2019-9170.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/18/pdfs/BOE-A-2019-9170.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/18/pdfs/BOE-A-2019-9171.pdf
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ORDEN CDS/456/2019, de 17 de abril, por la que se regula el procedimiento para el 

reconocimiento de la situación de dependencia de las personas y el acceso a las 

prestaciones del sistema para la autonomía y atención a la dependencia de la 

Comunidad Autónoma de Aragón. Ir a texto 

 

ORDEN CDS/604/2019, de 24 de mayo, por la que se regula el Servicio de atención de 

urgencias en el ámbito de los servicios sociales generales. Ir al texto 

 

DECRETO 85/2019, de 4 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se fijan las 

fiestas laborales retribuidas, no recuperables e inhábiles para el año 2020 en la 

Comunidad Autónoma de Aragón. Ir a texto 

 

ORDEN PRE/647/2019, de 14 de mayo, por la que se dispone la publicación del 

convenio de colaboración entre el Instituto Aragonés de la Mujer y el Colegio Oficial 

de Graduados Sociales de Aragón, para la prestación del servicio de asesoramiento 

laboral a mujeres. Expte 2/19. Ir al texto 

 

ORDEN CDS/729/2019, de 10 de junio, por la que se aprueba la sexta modificación del 

Plan Estratégico de Subvenciones del Departamento de Ciudadanía y Derechos 

Sociales. Ir al texto 

 

 

Canarias 

 

Ley 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias. Ir a texto 

 

 

Catalunya 

 

ORDRE TSF/115/2019, de 7 de juny, de modificació de l'Ordre TSF/156/2018, de 20 de 

setembre, per la qual s'aproven les bases reguladores per a la concessió de 

subvencions del Programa Treball i Formació (SOC–TRFO). Ir a texto 

 

ORDRE TSF/116/2019, de 7 de juny, per la qual s'estableix el calendari oficial de festes 

laborals a Catalunya per a l'any 2020. Ir a texto 

 

ORDRE TSF/117/2019, de 7 de juny, de modificació de l'Ordre TSF/225/2018, de 21 de 

desembre, per la qual s'estableix el calendari de festes locals a la Comunitat Autònoma 

de Catalunya per a l'any 2019. Ir a texto 

 

ORDRE TSF/118/2019, de 4 de juny, per la qual s'obre la convocatòria per a la 

prestació social de caràcter econòmic de dret de concurrència d'atenció social a les 

persones amb discapacitat, per a l'any 2019 (ref. BDNS 461428). Ir a texto 
 

http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-28&DOCR=2&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20190513
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERLST&DOCS=1-200&BASE=BOLE&SEC=FIRMA&SEPARADOR=&PUBL=20190611
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-27&DOCR=6&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20190614
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERLST&DOCS=1-200&BASE=BOLE&SEC=FIRMA&SEPARADOR=&PUBL=20190618
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERLST&DOCS=1-200&BASE=BOLE&SEC=FIRMA&SEPARADOR=&PUBL=20190626
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-8794
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=851673&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=851832&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=851854&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=851923&language=ca_ES
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Euskadi 

 

DECRETO 81/2019, de 28 de mayo, de modificación del Decreto por el que se 

establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Trabajo y Justicia. Ir a 

texto 

 

ORDEN de 4 de junio de 2019, de la Consejera de Trabajo y Justicia, por la que se 

convocan y regulan las ayudas para la asistencia técnica en las Empresas de Economía 

Social de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Ir al texto 

 

ORDEN de 4 de junio de 2019, de la Consejera de Trabajo y Justicia, por la que se 

convocan y regulan ayudas para la difusión e implantación de la Responsabilidad 

Social Empresarial en las empresas de la Comunidad Autónoma del País Vasco.2019 ir 

al texto 

 

ORDEN de 4 de junio de 2019, de la Consejera de Trabajo y Justicia, por la que se 

convocan y regulan ayudas para la participación de personas trabajadoras en 

empresas. Ir al texto 

 

DECRETO 90/2019, de 18 de junio, por el que se regulan las ayudas a intervenciones 

de acción humanitaria. Ir al texto 

 

 

Valencia 

 

DECRET 59/2019, de 12 d'abril, del Consell, d'ordenació del sistema públicvalencià de 

serveissocials. [2019/4771] Ir a texto 

 

RESOLUCIÓ de 31 de maig de 2019, del director general de Labora, Servei Valencià 

d'Ocupació i Formació, per la qual es convoca per a l'exercici 2019 el Programa de 

foment d'ocupació per a la contractació de persones desocupades pertanyents a 

col·lectius desfavorits. [2019/5763] Ir a texto 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2019/06/1902659a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2019/06/1902659a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2019/06/1903129a.shtml
http://www.dogv.gva.es/va/resultat-dogv?signatura=2019/4771&L=0
http://www.dogv.gva.es/va/resultat-dogv?signatura=2019/5763&L=0
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NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
 
 

 

 

 

ESTATAL 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

ESTATAL 

 

Resolución de 23 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se registran y publican la revisión salarial y tablas salariales definitivas para 2018 y 

provisionales para 2019 del Convenio colectivo general de ámbito estatal para el 

sector de entidades de seguros, reaseguros y mutuas colaboradoras con la 

Seguridad Social. Ir a texto 

 

Resolución de 23 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se registra y publica la actualización salarial para 2017, 2018 y 2019 del VI 

Convenio colectivo general de ámbito nacional para el sector de aparcamientos y 

garajes. Ir a texto 

 

INDUSTRIAS LACTEAS Y SUS DERIVADOS. Ir a texto 

 

ACUICULTURA MARINA NACIONAL. Ir a texto 

 

Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se registra y publica el Acuerdo de modificación parcial del sistema de primas 

establecido en el VII Convenio colectivo de Decathlon España, SA. Ir al texto 

 

Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se registra y publica la revisión salarial para el año 2019 del VII Convenio colectivo 

de Decathlon España, SA. Ir al texto 

 

Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se registra y publica la revisión salarial y la correspondiente tabla definitiva para el 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-8221
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-8223
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/05/pdfs/BOE-A-2019-8348.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/05/pdfs/BOE-A-2019-8347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/12/pdfs/BOE-A-2019-8761.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/12/pdfs/BOE-A-2019-8761.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/12/pdfs/BOE-A-2019-8766.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/12/pdfs/BOE-A-2019-8766.pdf
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año 2018 del VII Convenio colectivo general del sector de derivados del cemento. 

Ir al texto 

 

Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo de revisión salarial y prórroga para el año 2018 del II 

Convenio colectivo de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias. Ir a texto 

 

Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 

registra y publica el Convenio colectivo sectorial de ámbito estatal de las 

administraciones de loterías. Ir al texto 

 

SECTOR DE RESTAURACIÓN COLECTIVA. Ir al texto 

 

Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se registra y publica el II Convenio colectivo del Grupo Renfe. Ir al texto   

 

 

AUTONÓMICA 

 
Andalucía 
 

COMERCIO TEXTIL Ir a texto 

 

MERCASEVILLA, S.A. Ir al texto 

 

CONSTRUCCIÓN Y OBRAS PÚBLICAS (TABLA SALARIAL). Ir al texto 

 
Aragón 

 

CONSTRUCCION Y OBRAS PUBLICAS Ir a texto 

 

LOCALES ESPECTACULOS Y DEPORTES Ir a texto 

 

Castilla y León 

 

DERIVADOS DEL CEMENTO Ir a texto 

 

INDUSTRIAS DE TINTORERIAS Y LIMPIEZA DE ROPA, LAVANDERIAS Y 

PLANCHADO DE RO[..] Ir a texto 

 

Catalunya 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/12/pdfs/BOE-A-2019-8767.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-8870
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/19/pdfs/BOE-A-2019-9216.pdf
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal
https://www.boe.es/boe/dias/2019/06/25/pdfs/BOE-A-2019-9529.pdf
http://www.bop.almeria.es/Servicios/Boletin/BOP.nsf/fechabop/C1257E260069CF6DC12583EC004C30E0/$file/19-01554.pdf
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1077144220202
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1077992830303
https://bop.sede.diputaciondevalladolid.es/boletines/2019/mayo/31/BOPVA-A-2019-02139.pdf
https://bop.sede.diputaciondevalladolid.es/boletines/2019/junio/13/BOPVA-A-2019-02288.pdf
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Fleques i forns de pa   Ir a texto 

 

RESOLUCIÓ TSF/1504/2019, de 23 de maig, per la qual es disposa la 

inscripció i la publicació de l'acta de la Comissió paritària del Conveni 

col·lectiu de treball per a empreses i treballadors/ores de malalts i 

accidentats en ambulància (transport sanitari) (codi de conveni núm. 

79001955012002).  Ir al texto 

 

RESOLUCIÓ TSF/1505/2019, de 23 de maig, per la qual es disposa la 

inscripció i la publicació de l'acta de la Comissió negociadora del Conveni 

col·lectiu de treball per a empreses i treballadors/ores de malalts i 

accidentats en ambulància (transport sanitari) (codi de conveni núm. 

79001955012002). Ir al texto 

 

RESOLUCIÓ TSF/1506/2019, de 13 de maig, per la qual es disposa la 

inscripció i la publicació de l'acta de la Comissió paritària del Conveni 

col·lectiu de treball de perruqueries, centres d'estètica i bellesa de Catalunya 

(codi de conveni núm. 79002515012006). Ir al texto 

 

Conveni Indústries de flequeria Lleida. Ir al texto 

 

Galicia 
 

RESOLUCIÓN do 6 de maio de 2019, da Secretaría Xeral de Emprego, pola 

que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación do I Convenio 

colectivo do sector de salas de exhibición cinematográfica de Galicia. Ir a 

texto 

 

Convenio TRANSPORTE DE ENFERMOS ACCIDENTADOS EN AMBULANCIA 

Ir al texto 

 

Navarra 
 

COMERCIO MUEBLES (VI) Ir a texto 

 

RESOLUCIÓN 44C/2019, de 27 de mayo de la Directora General de Política 

Económica y Empresarial y Trabajo, por la que se acuerda el registro, 

depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Convenio 

Colectivo del Sector Almacenistas de Frutas, Verduras, Patatas y Plátanos de 

Navarra. Ir al texto 

 

 

 

 

https://www.dipta.cat/ebop/index.php?op=dwn&tipus=i&data=20190607&anyp=2019&num=5107&v=i
https://dogc.gencat.cat/ca
https://dogc.gencat.cat/ca
https://dogc.gencat.cat/ca
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2019/20190603/AnuncioG0424-100519-0010_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2019/20190603/AnuncioG0424-100519-0010_gl.html
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=1
http://www.araba.eus/botha/Boletines/2019/057/2019_057_01507_C.pdf
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
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JURISPRUDENCIA 
  Tribunal Constitucional 

 
 

 

ACOSO LABORAL 

STC 56/2019, de 6 de mayo. Ir al texto 

 

Recurso de amparo 901-2018. Promovido por don Jaime Nicolás Muñiz respecto de las 

resoluciones del subsecretario de Interior, el Tribunal Superior de Justicia de Madrid y 

la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo que rechazaron sus 

reclamaciones en materia de acoso laboral. 

 

Vulneración del derecho a la integridad moral: marginación laboral deliberada, 

continuada y carente de un objetivo legítimo incursa en abuso de poder o 

arbitrariedad. 

 

 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

STC 53/2019, de 6 de mayo, STC 54/2019, de 6 de mayo,  STC 57/2019 de 6 de mayo; 

58 /2019, de 6 de mayo, 59/2019, de 6 de mayo. Ir al texto 

 

Recurso de amparo 595-2017. Promovido por la Administración General delEstado en 

relación con la sentencia dictada por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Supremo estimatoria del recurso formulado frente al Real 

Decreto 968/2014, de 21 de noviembre, por el que se desarrolla la metodología para la 

fijación de los porcentajes de reparto de las cantidades a financiar relativas al bono 

social. 

 

Vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías: STC 37/2019(sentencia 

dictada sin plantear cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea cuando no concurrían los requisitos necesarios para apreciar la existencia de 

un acto aclarado respecto del problema interpretativo suscitado). 

 

 

STC 55/2019, de 6 de mayo. Ir al texto 
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http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.tribunalconstitucional.es/es/jurisprudencia/Paginas/Sentencias.aspx
https://www.tribunalconstitucional.es/es/jurisprudencia/Paginas/Sentencias.aspx
https://hj.tribunalconstitucional.es/es/Resolucion/Show/25882
https://www.tribunalconstitucional.es/es/jurisprudencia/Paginas/Sentencias.aspx
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Recurso de amparo 1656-2017. Promovido por doña Sonia Furment Mañe respecto de 

las resoluciones del letrado de la administración de justicia de la Sala Cuarta del 

Tribunal Supremo que tuvieron por no presentada su impugnación del recurso de 

casación para la unificación de doctrina deducido en su contra. 

 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: resoluciones que rechazan 

la tramitación de escritos procesales por un error padecido al cargar los datos del 

formulario normalizado que debe cumplimentarse en la plataforma Lexnet. 

 

 

 

  

JURISPRUDENCIA 
 Tribunal Supremo 

 

 

 

 

 

 
 

 

ASISTENCIA 
SANITARIA 

STS 13/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1068/2018 

Nº de Resolución: 364/2019 

Ponente: JESÚS GULLÓN RODRÍGUEZ 

 

Resumen: Asistencia sanitaria: no tiene 

derecho a la prestación pública de 

asistencia sanitaria una persona de 

nacionalidad cubana que ha sido 

reagrupada por su hija, ciudadana 

española, cuando aquella tiene 

concedida la "tarjeta de residencia 

temporal de familiar de la Unión", al 

amparo de lo previsto en el Real Decreto 

240/2007, de 16 de febrero, sobre 

entrada, libre circulación y residencia en 

España de ciudadanos de los Estados 

miembros de la Unión Europea y de 

otros Estados parte en el Acuerdo sobre 

el Espacio Económico Europeo.  No es 

adecuado hacer un uso indebido del 

derecho de asistencia sanitaria con cargo 

a fondos públicos cuando existe esa 

protección por otras vías ("un tercero 

obligado al pago, o que no se tenga la 

obligación de acreditar la cobertura 

obligatoria por otra vía, o bien, que no se 

pueda exportar el derecho de cobertura 

sanitaria desde su país de origen o 

procedencia").  
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http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8790194&statsQueryId=120177241&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190607&publicinterface=true
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(...) 

 

Y esto es lo que sucede en los supuestos 

en que un familiar a cargo de un 

reagrupante, que no ostenta la condición 

de beneficiario, ha obtenido la residencia 

legal por tal vía. Dicho familiar tiene 

cubierta la asistencia sanitaria por el 

reagrupante que debe mantenerla 

durante todo el tiempo de residencia 

legal como dinámica propia e 

inescindible del derecho. Y esta 

cobertura debe ser calificada de 

obligatoria en tanto que viene impuesta 

legalmente y con permanencia durante 

todo el tiempo de residencia del 

reagrupado en el Estado de acogida. Si 

ello es así́, la protección que se pide con 

cargo a los fondos públicos es 

innecesaria por estar ya cubierta por otra 

vía legal, aunque sea a cargo de un 

tercero que se ha obligado a dar 

cumplimiento a esa exigencia normativa.  

 

Voto Particular: Excmo Sr. D. Fernando 

Salinas Molina, al que se adhiere  la 

Excma Sra MAGISTRADA DON ̃A María 

Luisa Segoviano Astaburuaga.  

 

 

COMITÉ DE 
EMPRESA 

STS 23/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 21/2018 

Nº de Resolución: 318/2019 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY 

SAHUN 

Resumen: Comité de empresa: El 

reglamento del comité de no es un texto 

con rango normativo que contenga 

disposiciones generales. Se trata de un 

pacto interno de los miembros del 

comité, que carece de naturaleza 

normativa, por el que se decide el 

procedimiento de actuación interna del 

mismo y, como tal, habrá de ser 

interpretado con arreglo a las 

disposiciones que rigen la interpretación 

de los contratos, y que vincula al comité 

de empresa que lo adopta, no a los que 

le suceden, salvo que lo adopten como 

propio. 

 

 

COMITÉ 
INTERCENTROS 

STS 10/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 24/2018 

Nº de Resolución: 311/2019 

   Ponente: SEBASTIÁN MORALO GALLEGO 

 

Resumen: Comité Intercentros: No debe 

modificarse la composición del comité 

intercentros de la empresa demandada, 

una vez transcurrido más de un año 

desde su constitución tras la finalización 

del proceso electoral, por la circunstancia 

de que se hubiere alcanzado 

posteriormente un acuerdo de afiliación 

entre dos sindicatos que en su momento 

se presentaron por separado a las 

elecciones sindicales conforme a cuyo 

resultado se habían asignado 

proporcionalmente los diferentes 

puestos en el mismo. 

 

La configuración de dicho comité ha de 

quedar referenciada al resultado que 

ofrecen las elecciones sindicales 

celebradas en su momento, sin que los 

posteriores pactos entre sindicatos 

puedan alterar su composición, ni mucho 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8790086&statsQueryId=120177241&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190607&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8781364&statsQueryId=118878583&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190531&publicinterface=true
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menos provocar la nulidad de los 

acuerdos que se hubieren adoptado 

hasta esa fecha. 

 

 

CONTRATOS DE 
DURACIÓN 
DETERMINADA 

STS 07/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 3081/2017 

Nº de Resolución: 337/2019 

  Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: Contratos de duración 

determinada. Contrato de Relevo: La 

cuestión que se plantea en este recurso 

de casación para la unificación de 

doctrina versa sobre el importe de la 

indemnización que corresponde al 

trabajador relevista que ve válidamente 

extinguido su contrato de trabajo -

contrato a tiempo parcial para cubrir la 

parte de jornada que no realiza el 

trabajador jubilado parcial- al acceder a 

la jubilación total el trabajador relevado, 

si es la fijada en el artículo 49.1 c) ET o la 

de veinte días de salario por año 

trabajado.  Se resuelve que le 

corresponden los 12 días de 

indemnización del art.49.1c) ET y no la 

indemnización de 20 días, en aplicación 

de la doctrina sentada por la STJUE de 5 

de junio de 2018, C- 574/16, asunto 

Grupo Norte Facility. 

 

 

STS 14/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1685/2018 

Nº de Resolución: 373/2019 

    Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: Contratos de duración 

determinada: contrato eventual: importe 

de la indemnización que corresponde al 

trabajador que presta sus servicios en 

virtud de un contrato eventual por 

circunstancias de la producción que ve 

válidamente extinguido dicho contrato al 

llegar la fecha de finalización fijada en el 

mismo: le corresponde la indemnización 

de 12 días por año de servicio de 

lart.49.1c) ET y   no la de veinte días de 

salario por año trabajado.  

No se aplica la TJUE de 14 de septiembre 

de 2016, asunto C-596/14, De Diego 

Porras, sino la STJUE de 5 de junio de 

2018, C- 574/16, asunto Grupo Norte 

Facility. 

 

 

STS 10/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1479/2017 

Nº de Resolución: 306/2019 

Ponente: MARÍA LOURDES ARASTEY 

SAHUN 

 

Resumen: Contratos de duración 

determinada: contrato de obra y servicio 

determinado: ante la válida extinción se 

aplica la indemnización de 12 días por 

año y no de 20 días por año 

 

 

STS 22/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1336/2018 

Nº de Resolución: 387/2019 

Ponente: MARÍA LOURDES ARASTEY 

SAHUN 

 

Resumen: Contratos de duración 

determinada: contrato de interinidad 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8781375&statsQueryId=118878372&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190531&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8790091&statsQueryId=120177241&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190607&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8762969&statsQueryId=114244365&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190517&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8762969&statsQueryId=114244365&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190517&publicinterface=true
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para cobertura de vacante: no procede 

indemnización ante la válida extinción. 

No procede la conversión en indefinido 

no fijo.  

 

El mero transcurso de un periodo de 

tiempo superior a tres años convierta en 

indefinida no fija la relación de la 

trabajadora de forma automática, como 

hace la sentencia recurrida; y ello con 

independencia que se trate de un 

supuesto de cobertura mediante 

personal de nuevo ingreso o de 

cobertura por consolidación de empleo, 

pues tal distinción es irrelevante. La 

conversión en indefinido no fijo sólo 

podría venir derivada, en todo caso, de la 

apreciación de la existencia de fraude o 

abuso en la contratación, circunstancia 

que aquí́ no aparecen constatadas, no 

existiendo, pues, elementos que puedan 

llevarnos a afirmar que se ha 

desnaturalizado la causa de 

temporalidad del contrato de trabajo.  

 

En definitiva, estamos ante la finalización 

regular de un contrato de interinidad por 

vacante, válidamente celebrado, que se 

produce por la concurrencia de la causa 

extintiva propia, cual es la cobertura 

reglamentaria de la plaza para la que fue 

contratada la actora.  

 

Reitera doctrina: STJUE 5 de junio de 

2018 (asuntos Montero Mateos -C-

677/16 y Grupo Norte Facility -C 574/16) 

acogida en la STS de 13 de marzo de 

2019 (R C U D 3970/2016) 

 

Sobre indefinidos no fijos y plazos de 3 

años: Reitera doctrina: STS/4a/Pleno de 

24 abril 2019 (rcud. 1001/2017). 

 

STS 07/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 150/2018 

Nº de Resolución: 338/2019 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: Contratos de duración 

determinada. Contrato de Relevo 

importe de la indemnización que 

corresponde al trabajador relevista que 

ve válidamente extinguido su contrato de 

trabajo. 

 

En el presente caso, al tratarse de un 

contrato de relevo de carácter temporal 

que finalizo ́ con la jubilación total del 

trabajador relevado, al trabajador 

relevista le correspondería percibir la 

indemnización prevista en el artículo 

49.1.c), conforme a la cuantía prevista en 

la Disposición Transitoria Octava del ET . 

Dado que el contrato se celebro ́ el 1 de 

octubre de 2012, se prevé una 

indemnización de 9 días por año de 

servicio. 

 

Aplica doctrina STJUE de 5 de junio de 

2018, C- 574/16, asunto Grupo Norte 

Facility. 

 

 

CONVENIO 
COLECTIVO 

STS 25/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 40/2018 

Nº de Resolución: 332/2019 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 

NAVARRO 

 

Resumen: se debate la validez de un 

convenio colectivo de ámbito 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8805040&statsQueryId=120829731&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190621&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8781361&statsQueryId=118878372&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190531&publicinterface=true
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autonómico que regula la estructura de 

la negociación colectiva, las reglas de 

resolución de conflictos de concurrencia 

y otras materias concretas, primando el 

convenio provincial respecto de los de 

otros ámbitos. El TS confirma el criterio 

de la Sala del TSJ País Vasco, que 

descarta la nulidad y acoge la petición 

subsidiaria sobre inaplicabilidad del 

AMPV I.  

 

D) Considera que la prioridad temporal 

de los acuerdos marco es el criterio 

asumido por el legislador, sin que ello 

colisione con preceptos constitucionales 

o internacionales. "Lo cual no viene a 

representar sino una realidad histórica y 

política de incentivación desmesurada de 

fórmulas que tienen que ser llamadas 

centralizadoras de la negociación 

colectiva (ya estatales y autonómicos), y 

que al fin y a la postre suponen la 

disminución de la negociación provincial, 

pero que tienen la última excepción de 

los convenios de empresas, grupos o 

vinculados".  

 

E) Pese a las consideraciones críticas que 

sobre el resultado del modelo 

centralizador despliega, la sentencia 

concluye que "el Acuerdo Marco 

Autonómico impugnado realmente 

contradice el clausulado del Acuerdo 

Marco Estatal (art. 10 y anexo) que es 

previo en el tiempo, el cual viene 

fundamentado en los arts. 83.2, 84.3 y 

84.4 del Estatuto de los Trabajadores". 

De acuerdo con la jurisprudencia que 

cita, rechaza la declaración de nulidad y 

acoge la petición subsidiaria sobre 

inaplicabilidad del AMPV I.  

 

 

DERECHO A LA 
IGUALDAD 

STS 23/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 33/2018 

Nº de Resolución: 319/2019 

    Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

 

Resumen: se desestima la pretensión de 

que se declare el derecho de todos los 

trabajadores del OA112 a percibir el plus 

de actividad, bajo la consideración de 

que todos ellos pueden llegar a ser 

movilizados en supuestos extremos de 

emergencias y grandes catástrofes, y se 

encuentran por lo tanto sometidos a las 

singulares razones de excepcionalidad de 

la jornada de trabajo y servicio 

permanente que justifica el abono de 

dicho complemento salarial, lo que a su 

juicio comporta que su exclusión 

constituya una vulneración del derecho a 

la igualdad de trato que consagra el art. 

14 de la Constitución .  

 

No se produce vulneración del derecho a 

la igualdad de trato. No es posible 

admitir que estemos ante una sustancial 

igualdad entre los trabajadores cuya 

jornada ordinaria de trabajo está 

sometida al especial gravamen que 

supone la realización de unos turnos 

permanentes que inciden de manera 

habitual en los descansos y días de 

libranza, frente a los que no soportan 

esas singulares peculiaridades y 

únicamente pueden ver afectada su 

jornada ordinaria en situaciones 

extremas de graves emergencias y 

grandes catástrofes que pudieren dar 

lugar a la excepcional movilización de 

todos los trabajadores del OA112. 
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DESPIDO COLECTIVO 

STS 25/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 204/2018 

Nº de Resolución: 329/2019 

    Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: documentación en período de 

consultas: interpretación no 

"sacramental" de las exigencias 

reglamentarias. La documentación 

entregada por la empresa durante las 

consultas -y remitida, igualmente, a la 

autoridad laboral- les permitió conocer 

con exhaustividad la postura de la 

empresa y la situación económica que 

padecía, habiendo existido una 

negociación real con propuestas y 

contrapropuestas. Igualmente, la 

documentación económica entregada, 

cuya adecuación y corrección no consta 

que fuera objeto de interpelación 

modificativa o aclarativa, en el referido 

periodo de consultas evidencio ́, 

claramente la situación económica 

negativa de la empresa, lo que justificaba 

plenamente la corrección de la medida 

adoptada por la empresa y la calificación 

de ajustada a derecho que realizo ́ la 

sentencia de instancia.  

 

Reitera doctrina: SSTS 688/2016 de 20 

julio (Panrico) y 1090/2016 de 21 

diciembre (Seguridad Integral Canaria) se 

resume tal doctrina, con cita de 

numerosos precedentes. Y en la STS de 

31 de octubre de 2017 (Rec. 115/2017) 

 

 

EJECUCIÓN 

STS 23/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 162/2018 

Nº de Resolución: 321/2019 

    Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

 

Resumen: No es título de ejecución el 

Laudo arbitral que es objeto del presente 

procedimiento, que es un laudo 

sustitutivo del II Convenio colectivo de la 

empresa, en las concretas materias que 

en él se comprende y que se identifican 

con los específicos preceptos que 

dispone el árbitro. Y realizamos esta 

precisión porque es importante a la hora 

de encajar o definir los concretos títulos 

susceptibles de ejecución. Esto es, la LRJS 

distingue, dentro de los laudos arbitrales 

de naturaleza social, además de los 

individuales y los colectivos, los que 

denomina como "dictados en sustitución 

de la negociación colectiva", o 

"sustitutivos de los Convenios 

Colectivos". Esta modalidad, bajo una y 

otra expresión es la que recoge la LRJS 

tanto en su exposición de motivos, al 

referirse a los Capítulos VIII y IX, como en 

los arts. 10.2 h), 11.1 a) 153.2 y 163.1 de 

la LRJS.  

 

 

HUELGA 

STS 25/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 236/2017 

Nº de Resolución: 328/2019 

    Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA 

DE LA SERRANA 

 

Resumen: ilicitud por abusiva de la 

huelga, convocada por separado por los 

cinco sindicatos demandados para los 

días 26 de febrero de 2017 hasta el 5 de 

marzo siguiente en la empresa Ferrovial 
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Servicios SAU, en la actividad de servicios 

a bordo de trenes y actividades conexas. 

Esa pretensión se basa en que los 

motivos y objeto de las convocatorias de 

la huelga eran los mismos en los cinco 

casos, lo que, realmente suponía un 

único proceso de huelga, pese a lo que 

se habían constituido cinco comités de 

huelga diferentes que contaban con 43 

miembros en lugar de los 12 que como 

máximo debe tener un comité de huelga 

( art. 5 del RDL 17/1977 ), lo que además 

hacía que esa composición fuese ineficaz 

para una negociación ágil, pues el 

número de negociadores por la parte 

social entorpecía y dificultaba la 

negociación. Por ello, entiende la 

empresa que se ha hecho un uso abusivo 

y en fraude de ley del derecho de huelga. 

 

La convocatoria simultánea de cinco 

huelgas por separado no puede fundar la 

constitución de un comité negociador 

por la parte social que sea 

cuantitativamente desmesurado y 

contrario a las disposiciones de los 

artículos 5 y 8-2 del RDL 17/1977 en los 

términos antes señalados.  

 

Consiguientemente, la postura adoptada 

por los cinco comités de huelga 

nombrados por las centrales sindicales 

convocantes de la huelga, consistente en 

negociar los 43 miembros de los 

diferentes comités de empresa y negarse 

a nombrar un comité negociador menos 

numeroso, puede calificarse de abusiva, 

porque, al mantener que, como existían 

cinco convocatorias de huelga cinco 

debían ser los comités de huelga, se 

olvidaba que las cinco convocatorias de 

huelga encubrían realmente una sola 

convocatoria por tener el mismo objeto y 

coincidir los paros con los mismos días 

en todas las convocatorias (HP 2o y 4o), 

así como que esa unidad de accio ́n, 

ta ́citamente reconocida, implicaba una 

perturbación de la negociacio ́n contraria 

a los principios que la debi ́an regir y, 

conforme a lo dispuesto en los citados 

artículos 5 y 8-2 del RDL 17/1977 , 

especialmente del último de ellos que 

implícitamente establece la necesidad de 

que cuando existan varios comités de 

huelga los miembros de los mismos 

deban nombrar a quienes los 

representen en la comisio ́n que 

negociará con los representantes de la 

empresa la solucio ́n del conflicto 

existente.  

 

 

INCAPACIDAD 
TEMPORAL 

STS 09/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 2182/2017 

Nº de Resolución: 349/2019 

    Ponente: MARÍA LOURDES ARASTEY 

SAHÚN 

 

Resumen: Incapacidad temporal: tras el 

alta de incapacidad temporal (IT), 

obtienen nueva baja médica antes de 

transcurridos 180 días, sin que se discuta 

que la nueva baja médica lo es por las 

mismas dolencias.  En caso de recaída en 

la misma o similar enfermedad -tras la 

extinción de la IT previa- producida antes 

del trascurso de los 180 días, sólo el INSS 

puede emitir una baja con efectos 

económicos. Ahora bien, indicábamos 

que la norma legal "no señala que de 

forma cuasi automática proceda la 

denegación de los efectos económicos".  
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Se pretende que, en esas circunstancias 

el parte médico de baja, no baste por si ́ 

sólo a efectos prestacionales -con 

independencia de los que despliegue en 

relación con la suspensión del contrato 

de trabajo-. Mas la atribución de 

competencia al INSS ni implica una 

declaración automática, ni puede 

tampoco ser discrecional. Por el 

contrario, esa facultad exclusiva exige a 

la Entidad Gestora analizar los elementos 

objetivados sobre el estado del 

trabajador que justifiquen la denegación 

de aquellos efectos económicos.  

 

Reitera doctrina: a STS/4a de 7 diciembre 

2011 -rcud. 1499/2011 -, así como la de 

1 marzo 2012 -rcud. 2265/2011. 

 

 

JURISDICCIÓN 

STS 09/01/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 3893/2016 

Nº de Resolución: 12/2019 

    Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

 

        Resumen: es competente la 

jurisdicción social para conocer de una 

reclamación de cantidad (Salario e 

Indemnización por despido colectivo) a 

Grupo de Empresas a efectos laborales 

en el que solo la empresa formal de los 

trabajadores tiene la condición de 

concursada.  

 

"Con arreglo a nuestra más reciente 

doctrina, cuando se quiere cuestionar la 

validez del despido acordado en el seno 

del concurso hay que accionar (individual 

o colectivamente) ante el Juzgado de lo 

Mercantil. Eso es asi ́ incluso si se desea 

plantear la existencia de un posible 

feno ́meno empresarial de agrupacio ́n. Se 

trata de criterio acogido tanto antes 

cuanto despue ́s de las modificaciones 

introducidas en la LC que entraron en 

vigor a principio de enero de 2012.  

 

Pero si no se cuestiona la validez del 

despido concursal, sino que se reclama el 

abono de determinadas cantidades 

derivadas de la extinción contractual que 

comporta (sean indemnizatorias o 

retributivas) la solucio ́n debe ser la 

opuesta. La competencia exclusiva del 

Juez Mercantil desaparece cuando se 

trata de una reclamación laboral dirigida 

frente a quienes no son sujetos 

concursados.  

 

La excepcionalidad de la atribución 

competencial en favor del Juez del 

Concurso juega en favor de la 

jurisdicción social cuando no aparezca 

una norma explícita que le asigne el 

conocimiento de determinado asunto.  

 

Los Autos de la Sala de Conflictos 

expresan claramente la imposibilidad de 

que la competencia del Juez del 

Concurso, incluso tras la entrada en vigor 

de las reformas de 2011 en la LC, se 

extienda a personas diversas a la 

concursada. " 

 

Esta solucio ́n ha sido seguida, 

igualmente, por la Sala Especial de 

Conflictos de Competencia del art. 42 de 

la LOPJ en sus Autos de 9 de diciembre 

de 2015 (Conflicto 25/2015) y de 9 de 

marzo de 2016 (Conflicto 1/2016), 

dictados en supuestos como el que nos 

ocupa, resoluciones en las que se ha 

declarado que cuando se acciona contra 

sociedades diferentes de la concursada 
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en liquidacio ́n, sin que se encuentren en 

situacio ́n de concurso, la competencia 

corresponde a la jurisdiccio ́n social. 

 

 

STS 09/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 2150/2017 

Nº de Resolución: 295/2019 

    Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

 

Resumen: el social es el orden jurídico 

competente para conocer de la 

pretensión de reintegro ejercitada por 

una Mutua Patronal de Accidentes de 

Trabajo derivada del cumplimiento de la 

resolución administrativa que le impuso 

la constitución del capital coste de una 

prestación en concepto de anticipo una 

vez declarada la responsabilidad 

empresarial por falta de alta del 

trabajador en la fecha del accidente. 

 

La controversia actual dimana, de normas 

de Seguridad Social, hace relación a 

prestaciones de Seguridad Social, 

nacidas, precisamente, en la esfera de la 

relación pública de la Seguridad Social, y, 

afecta a los elementos individuales de 

esta relación -empleador, trabajador y 

entidad gestora- y, también, a la entidad 

colaboradora -Mutua de Accidentes de 

Trabajo-. Sostener que, bajo estas 

circunstancias y condiciones, la 

pretensión de la Mutua, que se ha 

subrogado en la posición del beneficiario 

de la prestación, dirigida a obtener el 

reintegro del pago de la prestación 

frente al empleador-responsable directo 

y entidades gestoras subsidiarias, debe 

ser actuada en vía ejecutiva 

administrativa, y, sometida, en su caso, al 

control del orden jurisdiccional 

contencioso-administrativo, parece 

desconocer el origen y naturaleza de la 

controversia de marcado carácter 

prestacional de la Seguridad Social.  

 

 

LIBERTAD SINDICAL 

STS 22/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 109/2018 

Nº de Resolución: 388/2019 

Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

 

    Resumen: Delegado sindical: nulidad 

radical de la conducta de la empresa 

Seguritas Seguridad España, SA, 

consistente en negarle el nombramiento 

de D. Celso como Delegado Sindical de 

la demandante. El Convenio Colectivo 

mejora las previsiones de la Ley Orgánica 

de Libertad Sindical en el número de 

trabajadores necesarios para designar 

delegados sindicales, al rebajar la 

plantilla a 150 en lugar de mantenerla en 

los 250 trabajadores que fija la Ley 

Orgánica.  

 

 

STS 08/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 42/2018 

Nº de Resolución: 347/2019 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: vulneración existente: la Sala 

entiende que el sindicato demandante ha 

aportado indicios suficientes para 

entender que se pudo producir la 

vulneración denunciada. Es ma ́s, a la vista 

de determinadas frases, no cabe duda de 

que tal vulneración se ha producido al 

haberse publicado con cara ́cter general, 

y comunicado a todos los socios 

cooperativistas, expresiones cuyo 
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contenido esta ́ directamente dirigido a 

socavar el prestigio del sindicato 

demandante atribuye ́ndole intenciones 

diferentes a las de defensa de los 

derechos de los socios trabajadores y 

encaminadas a hacerles perder sus 

puestos de trabajo. No estamos en 

presencia de explicaciones sobre la 

actitud de la empresa en el conflicto que 

pudieran ser diferentes a las defendidas 

por CNT, lo que se está ́ poniendo en 

cuestio ́n, directamente, es la propia 

actividad sindical a la que se califica de 

opuesta a los intereses de los 

trabajadores a los que dice representar.  

 

Reparación e indemnización:  

 

- Publicación de sentencia en web de 

cooperativa: el contenido de esta 

sentencia que, como se declarara ́ en la 

parte dispositiva, debera ́ ser publicada 

durante tres meses en la pa ́gina web de 

la demandada, con noticia destacada de 

la misma en la pa ́gina principal de dicha 

web.  

 

- Indemnización de 30.000 euros por 

daños derivados de la vulneración de la 

libertad sindical de CNT: Sala entiende 

que hay que considerar tambie ́n que en 

el supuesto concurren algunas 

circunstancias que pueden ser 

consideradas como agravantes de la 

conducta lesiva y que se refieren, en 

primer lugar, al hecho de que la lesio ́n se 

ha prolongado en el tiempo al estar los 

comunicados lesivos colgados en la red 

durante varios meses; en segundo lugar, 

a la publicidad de la lesio ́n en la medida 

en que, junto a las comunicaciones 

individuales a cada socio, las mismas han 

estado publicadas en una pa ́gina web de 

acceso general; y, en tercer lugar, que 

estamos en presencia de una conducta 

en cierto modo reincidente, no con el 

mismo sujeto sino con alguno de sus 

afiliados, tal como se desprende de la 

reiterada STSJ de la Comunidad 

Valenciana de 18 de octubre de 2016 

(Rec. 2355/2016 ). Igualmente, debe 

tenerse en cuenta que, por lo que se 

refiere al fondo del asunto, la 

extraordinaria complejidad juri ́dica  del 

mismo, podri ́a, no justificar la conducta, 

pero si afectar a su gravedad. 

 

 

STS 09/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 29/2018 

Nº de Resolución: 352/2019 

    Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

 

Resumen: vulneración inexistente: En la 

demanda se pedía: el cese inmediato de 

la actuacio ́n contraria a derechos 

fundamentales, y reponiendo a los 

actores en su condicio ́n de afiliados al 

sindicato demandado y en los cargos 

que ostentaban en la Comisio ́n Ejecutiva 

Regional de FITAG-Aragón  y la nulidad 

de la disolucio ́n del Comite ́ Regional de 

Aragón, así como de todas las 

actuaciones emanadas de la Comisio ́n 

Gestora de FITAG-UGT Arago ́n desde su 

constitución. No se aprecia vulneración 

de la libertad sindical.  

 

No existiendo indicios de vulneracio ́n del 

derecho de libertad sindical denunciado 

como infringido, no puede tampoco 

interpretarse que, en este concreto 

supuesto, por el mero hecho de 

incumplirse, en su caso, las normas 

estatutarias o congresuales se produzca 

una vulneración del derecho de libertad 
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sindical (la pretendida vulneracio ́n del 

derecho de libertad sindical, denunciada, 

por artificial "elevacio ́n" de la normativa 

realmente en juego), y dado que el 

objeto del proceso de tutela de derechos 

fundamentales, como queda dicho, " 

queda limitado al conocimiento de la 

lesio ́n del derecho fundamental o 

libertad pu ́blica, sin posibilidad de 

acumulacio ́n con acciones de otra 

naturaleza o con ide ́ntica pretensio ́n 

basada en fundamentos diversos a la 

tutela del citado derecho o libertad " ( 

art. 178.1 LRJS ), el conocimiento de la 

infraccio ́n de las normas estatutarias y 

congresuales quedari ́a fuera del este 

recurso, sin perjuicio de que a mayor 

abundamiento, en ningu ́n caso son 

normas susceptibles de fundamentar la 

infraccio ́n legal en este extraordinario 

recurso casacional.  

 

Tampoco se aprecia la vulneracio ́n del 

derecho fundamental a la libertad de 

expresio ́n, por cuanto la parte 

demandante -ahora recurrente- 

alegando a favor de su pretensio ́n, que la 

sancio ́n fue impuesta por haber escrito 

un texto denominado "se ha escrito un 

crimen", documento ano ́nimo que es 

valorado por la sentencia recurrida, que 

concluye rechazando la denuncia de 

vulneración del derecho a la libertad de 

expresio ́n respecto de un escrito 

anónimo 

 

 

MODIFICACIÓN 
SUSTANCIAL DE LAS 
CONDICIONES DE 
TRABAJO 

STS 25/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 172/2017 

Nº de Resolución: 324/2019 

    Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

 

Resumen: Nulidad de modificacio ́n 

acordada por la empresa, consistente en 

la reduccio ́n de los gastos por 

desplazamiento a la Peni ́nsula. Teniendo 

en cuenta que las condiciones 

contractuales, por vi ́a de repeticio ́n se 

han incorporado al contrato de trabajo, 

se convierten en obligatorias para el 

empresario; y aunque -como queda 

dicho-, el Convenio Colectivo se refiera a 

la subvencio ́n por transporte en cuanti ́a 

fija, las partes modificaron el contenido 

de la norma pactando unas condiciones 

diferentes que incorporaron al contrato 

de trabajo, y e ́stas se configuran como 

una condición ma ́s beneficiosa, de 

cara ́cter colectivo, que por su origen 

contractual esta ́ sujeta a la vi ́a 

modificativa del art. 41 ET , en los 

términos que en el precepto se 

establecen, que no han sido observados 

por la empresa, por lo que la 

modificacio ́n necesariamente habi ́a de 

calificarse como nula con fundamento en 

el art. 138.7 LRJS .  

 

 

PREVENCIÓN DE 
RIESGOS 
LABORALES 

STS 25/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 224/2018 

Nº de Resolución: 327/2019 

    Ponente: CONCEPCION ROSARIO URESTE 

GARCIA 
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Resumen: Prevención de Riesgos 

Laborales: Comité de Seguridad y Salud: 

se desestima la pretensión de que se 

declare que el cambio de vestuario y la 

forma de gestionarlo para 2018 

adoptado por la empresa, incumple lo 

dispuesto en los arti ́culos 73.15 y 116.3.f) 

del vigente Convenio Colectivo de CLH y 

su personal, al 9 desconocer la empresa 

las facultades reconocidas al Comite ́ 

Intercentros y Comite ́ Intercentros de 

Seguridad y Salud sobre la materia. 

 

El Comite ́ Intercentros (CI) participa en el 

Comité Intercentros de Seguridad y 

Salud (CISS) mediante la correspondiente 

Comisio ́n delegada, en las gestiones o 

decisiones atinentes a la adquisicio ́n de 

prendas de vestuario, siendo adema ́s que 

tienen la categori ́a de EPI dado el sector 

al que pertenece CLH. Acude de esta 

forma la AN y lo confirma el TS  a las 

disposiciones de la Ley de Prevencio ́n de 

Riesgos y del RD 773/91, de 30 de mayo, 

y sen ̃ala igualmente que los comite ́s de 

seguridad y salud no tienen capacidad 

negociadora, sino que sus funciones son 

técnicas, de asesoramiento y consulta, 

mientras que es el empresario el 

obligado a establecer el tipo de los EPIs, 

correspondiéndole la eleccio ́n e 

información sobre los mismos, 

proporcionarlos y reponerlos, asegurar 

su mantenimiento y velar por una 

utilizacio ́n correcta (art. 7 RD citado). Por 

u ́ltimo, entiende acreditada la 

participacio ́n del CISS de CLH en el 

proceso seguido en relacio ́n al cambio 

de vestuario y forma de gestionarlo, 

aunque la empresa no hubiere 

emplazado directamente al CI. 

 

 

RELACIONES 
LABORALES 
ESPECIALES 

STS 14/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 3957/2016 

Nº de Resolución: 367/2019 

     Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 

NAVARRO 

 

Resumen: Deportistas profesionales: 

resulta aplicable a los "deportistas 

profesionales" la indemnizacio ́n por 

expiracio ́n del tiempo convenido para los 

contratos de duracio ́n determinada que 

contempla el arti ́culo 49.1.c) del Estatuto 

de los Trabajadores (ET).  

 

La finalidad perseguida por la 

indemnizacio ́n por te ́rmino de contrato 

es compatible con la especialidad del 

contrato deportivo, puesto que respecto 

del mismo mejora su estabilidad o 

minora las consecuencias desfavorables 

de la precariedad.  

 

El arti ́culo 21 del RD 1006/1985 ordena la 

aplicacio ́n supletoria de las normas 

comunes; esa la regla general. La 

excepcio ́n surge respecto de previsiones 

normativas que sean "incompatibles con 

la naturaleza especial de la relacio ́n 

laboral de los deportistas profesionales". 

No hay obsta ́culos derivados de las 

peculiaridades de la actividad deportiva 

que se opongan al juego del artículo 

49.1.c) ET. Y la pertenencia a un sector de 

actividad (aqui ́, el deporte) no puede 

justificar que la contratacio ́n temporal 

quede al margen de las garanti ́as o 

derechos que poseen la personas con 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8800716&statsQueryId=120829506&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190618&publicinterface=true
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contrataciones de duracio ́n determinada 

en otros a ́mbitos funcionales.  

 

Adema ́s, el juego supletorio del arti ́culo 

49.1.c) contribuye a minorar las 

diferencias entre relaciones especiales y 

comunes, en particular, evitando 

injustificadas discriminaciones entre 

trabajadores temporales de tipo comu ́n y 

trabajadores temporales de tipo especial.  

 

En esa li ́nea se mueven los 

pronunciamientos tanto de esta Sala 

cuanto del Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea. Como en 2014, 

afirmamos que la peculiaridad de las 

actividades deportivas no es, por si ́ sola, 

bastante para descartar el juego de las 

reglas propias del re ́gimen contractual 

comu ́n sobre terminacio ́n del contrato 

de trabajo o sobre temporalidad.  

 

Matiza doctrina: STS de 26 de marzo de 

2014 (rec. 61/2013) "deportistas de élite". 

 

STJUE de 26 de febrero de 2015 (C-

238/14), Comisio ́n contra Luxemburgo.  

Aplica doctrina TJUE: STJUE de 26 de 

febrero de 2015 (C-238/14; Comisio ́n 

contra Luxemburgo),l STJUE de 25 de 

octubre de 2018 (C-331/17 ), Sciotto. 

 
 

RENTA ACTIVA DE 
INSERCIÓN 

STS 09/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 3427/2017 

Nº de Resolución: 351/2019 

    Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

 

Resumen: el Servicio Pu ́blico Estatal de 

Empleo (SPEE), tras intentar 

infructuosamente la notificacio ́n personal 

al demandante de una resolucio ́n sobre 

extincio ́n del derecho de desempleo, 

tiene la obligacio ́n de realizarla a trave ́s 

de anuncio en Boletín Oficial en 

aplicacio ́n del art. 59.5 de la Ley 30/92 

del Re ́gimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y el 

Procedimiento Administrativo Comu ́n 

(LRJAPYPAC),  

 

Reitera doctrina: STS 12-1-2017 (Rcud. 

3433/2015)  

 

 

VACACIONES 

STS 23/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 62/2018 

Nº de Resolución: 320/2019 

    Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 

NAVARRO 

 

Resumen: retribución: deben incluir los 

complementos de horas de presencia, 

trabajo nocturno y  trabajo en festivos y 

domingos- No se ajusta a Derecho el 

fallo de la sentencia cuando condena a 

que toda empresa abone a la totalidad 

de su plantilla, de manera incondicional, 

el promedio de lo percibido por los 

conceptos retributivos de referencia. Eso 

procederá siempre que se trate de 

personas que durante la mayori ́a de los 

meses tomados en cuenta para el 

devengo vacacional hayan percibido los 

complementos retributivos de referencia.  

 

La alteracio ́n cuantitativa del 

complemento es algo bien diverso a su 

cara ́cter espora ́dico. Si todos o casi todos 

los meses vienen percibie ́ndolo quienes 

esta ́n afectados por el conflicto colectivo, 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8781370&statsQueryId=118878583&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190531&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8781374&statsQueryId=118878583&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190531&publicinterface=true
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es evidente que tambie ́n ha de suceder 

así en vacaciones. Cosa distinta es que la 

cuantía haya de obtenerse acudiendo al 

promedio de lo percibido durante 

aquellos meses en que si ́ se ha recibido.  

 

Reiteremos lo que venimos exponiendo 

en ocasiones precedentes: si un 

complemento se percibe por actividad 

que se realiza de modo habitual, 

constituye una retribucio ́n ordinaria y, en 

consecuencia, ha de incluirse en el 

ca ́lculo de la retribucio ́n de las 

vacaciones; únicamente si estamos ante 

complemento devengado por actividad 

que se realiza de manera puntual, se 

califica como retribucio ́n extraordinaria y 

no ha de tomarse en cuenta para fijar el 

importe de la retribucio ́n de las 

vacaciones.  

 

Reitera doctrina: las SSTS 496/2016 y 

497/2016 de 8 (2) junio (rec. 112 y 

207/2015 ), 516/2016 de 9 junio (rec. 

235/2015 ), 591/2016 de 30 junio (rec. 

47/2015 ), 660/2016 de 20 julio (rec. 

261/2016 ), 744/2016 de 15 septiembre 

(rec. 258/2015 ), 227/2017 de 21 marzo 

(rec. 80/2016 ), 1065/2017 de 21 

diciembre (rec. 276/2016 ), 223/2018 de 

28 febrero (rec. 16/2017 ), 414/2018 de 

18 abril (rec. 257/2016 ), 532/2018 de 16 

mayo. 

 

 

STS 27/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1518/2017 

Nº de Resolución: 400/2019 

    Ponente: JESUS GULLON RODRÍGUEZ 

 

Resumen: Vacaciones: el trabajador que 

ha sido despedido de manera 

improcedente por la empresa y que en 

su condicio ́n de representante unitario 

de los trabajadores asume la opcio ́n 

ofrecida por la sentencia que asi ́ lo 

declaro ́ en favor de la readmisio ́n, y que 

es llevada a cabo por la empresa de 

manera regular abonando adema ́s los 

salarios de tramitacio ́n, tiene derecho al 

disfrute de las vacaciones -o a su 

compensacio ́n en meta ́lico- durante el 

tiempo con el que se corresponden 

dichos salarios de tramitacio ́n cobrados y 

referidos al periodo de sustanciacio ́n del 

proceso por despido en el an ̃o en que se 

produce la readmisio ́n y en el anterior.
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JURISPRUDENCIA 
Juzgados de lo Social 

 

 
 
 
NULIDAD DEL DESPIDO POR PRUEBA 
ILÍCITA 

Sentencia del Juzgado de lo Social nº1 de Madrid. Ir al texto 
 

En la sentencia se utiliza el llamado test Barbulescu, establecido por el 

TEDH como forma de verificar la existencia del carácter arbitrario del 

control, la proporcionalidad y las garantías procesales en relación con los 

dispositivos digitales, lo que lleva a declarar la nulidad del despido, al 

haber accedido la empresa al correo personal de una trabajadora, que 

utilizaba en el ordenador prestado por aquella. 
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JURISPRUDENCIA 
 

 

Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea 

 
 

CONTRATOS DE 
DURACIÓN DETERMINADA 

STJUE 20/06/2019ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 1999/70/CE — Acuerdo Marco 

de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada — Cláusula 4, 

apartado 1 — Principio de no discriminación — Sector de la enseñanza pública — 

Normativa nacional que concede un complemento retributivo únicamente a los 

profesores funcionarios de carrera — Exclusión de los profesores contratados 

administrativos — Concepto de “razones objetivas” — Características inherentes a la 

condición de funcionario de carrera» 

 

En el asunto C-72/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo n.º 1 de Pamplona, mediante auto de 26 de enero de 2018, recibido en el 

Tribunal de Justicia el 5 de febrero de 2018, en el procedimiento entre Daniel Ustariz 

Aróstegui y Departamento de Educación del Gobierno de Navarra, El Tribunal de Justicia 

(Sala Segunda) declara: 

 

La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, 

celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del 

Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP 

sobre el Trabajo de Duración Determinada, debe interpretarse en el sentido de que se 

opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que 

reservael derecho a un complemento retributivo a los profesores funcionarios de 

carrera, excluyendo, en particular, a los profesores contratados administrativos, si haber 

cubierto un determinado tiempo de servicios constituye el único requisito para la 

concesión de dicho complemento. 
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http://curia.europa.eu/juris/recherche.jsf?pro=&nat=or&oqp=&dates=&lg=&language=es&jur=C%2CT%2CF&cit=none%2CC%2CCJ%2CR%2C2008E%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2Ctrue%2Cfalse%2Cfalse&td=ALL&pcs=Oor&avg=&mat=or&jge=&for=&cid=16340
http://curia.europa.eu/juris/recherche.jsf?pro=&nat=or&oqp=&dates=&lg=&language=es&jur=C%2CT%2CF&cit=none%2CC%2CCJ%2CR%2C2008E%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2C%2Ctrue%2Cfalse%2Cfalse&td=ALL&pcs=Oor&avg=&mat=or&jge=&for=&cid=16340
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INDEPENDENCIA JUDICIAL 

STJUE 24/06/2019 ir al texto 

 

Incumplimiento de Estado — Artículo 19 TUE, apartado 1, párrafo segundo — Estado 

de Derecho — Tutela judicial efectiva en los ámbitos cubiertos por el Derecho de la 

Unión — Principios de inamovilidad y de independencia judicial — Reducción de la 

edad de jubilación de los jueces del Tribunal Supremo — Aplicación a los jueces en 

activo — Posibilidad de continuar ejerciendo la función jurisdiccional una vez 

alcanzada esa edad supeditada a la obtención de una autorización mediante decisión 

discrecional del Presidente de la República» 

 

En el asunto C-619/18,que tiene por objeto un recurso por incumplimiento 

interpuesto, con arreglo al artículo 258 TFUE, el 2 de octubre de 2018,Comisión 

Europea, representada por la Sra. K. Banks y los Sres. H. Krämer y S. L. Kalėda, en 

calidad de agentes, parte demandante,contra República de Polonia, representada por 

el Sr. B. Majczyna y las Sras. K. Majcher y S. Żyrek, en calidad de agentes, parte 

demandada, apoyada por:Hungría, representada por el Sr. M.Z. Fehér, en calidad de 

agente,  el Tribunal de Justicia (Gran Sala) decide: 

 

1 La República de Polonia ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud 

del artículo 19 TUE, apartado 1, párrafo segundo, al prever, por un lado, la 

aplicación de la medida de reducción de la edad de jubilación de los jueces del 

Sąd Najwyższy (Tribunal Supremo) a los jueces de ese Tribunal en ejercicio 

nombrados con anterioridad al 3 de abril de 2018 y al atribuir, por otro lado, al 

Presidente de la República la facultad discrecional para prorrogar la función 

jurisdiccional en activo de los jueces de dicho Tribunal una vez alcanzada la nueva 

edad de jubilación. 

2 Condenar en costas a la República de Polonia. 

3 Hungría cargará con sus propias costas. 

 

PROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN POR 
RAZÓN DE GÉNERO 

STJUE 20/06/2019 ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2006/54/CE — Igualdad de 

trato entre hombres y mujeres — Acceso al empleo y condiciones de trabajo — 

Artículo 24 — Protección contra las medidas de represalia — Negativa a contratar a 

una candidata debido a su embarazo — Trabajador que intervino en favor de esa 

candidata — Despido del trabajador» En el asunto C-404/18,que tiene por objeto una 

petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=215341&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=7997919
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=215248&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=10828422
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arbeidsrechtbank Antwerpen (Tribunal de lo Laboral de Amberes, Bélgica), mediante 

resolución de 23 de mayo de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 19 de junio de 

2018, en el procedimiento entre Jamina Hakelbracht,Tine Vandenbon, Instituut voor de 

Gelijkheid van Vrouwen en Mannen, y WTG Retail BVBA,El Tribunal de Justicia (Sala 

Tercera) declara: 

 

El artículo 24 de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 

de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e 

igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación, debe 

interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la 

controvertida en el litigio principal, en virtud de la cual, en una situación en la que una 

persona que se considera víctima de una discriminación por razón de sexo ha 

presentado una reclamación, un trabajador que le ha prestado apoyo en ese contexto 

únicamente está protegido contra las medidas de represalia tomadas por el 

empresario si ha intervenido como testigo en el marco de la instrucción de esa 

reclamación y su testimonio cumple los requisitos formales previstos por dicha 

normativa. 

 

SUCESIÓN DE EMPRESAS 

STJUE 13/06/2019 ir al texto 

 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2001/23/CE — Ámbito de 

aplicación — Transmisión de una parte de una empresa — Mantenimiento de los 

derechos de los trabajadores — Concepto de transmisión — Concepto de entidad 

económica — Cesión de una parte de la actividad económica de una matriz a una filial 

de nueva creación — Identidad — Autonomía — Continuación de una actividad 

económica — Criterio de estabilidad de la continuación de una actividad económica — 

Uso de factores de producción de terceros — Intención de liquidar la entidad 

transmitida» 

 

En el asunto C-664/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Areios Pagos (Tribunal Supremo, 

Grecia), mediante resolución de 8 de noviembre de 2017, recibida en el Tribunal de 

Justicia el 27 de noviembre de 2017, en el procedimiento entre Ellinika  Nafpigeia AE 

y Panagiotis  Anagnostopoulos y otros (...) El Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara: 

 

La Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación 

de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los 

derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de 

actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, concretamente su artículo 

1, apartado 1, letras a) y b), debe interpretarse en el sentido de que se aplica a la 

transmisión de una unidad de producción cuando, por un lado, el cedente, el 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=214947&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=5102116
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cesionario o ambos conjuntamente actúan con vistas a que el cesionario continúe con 

la actividad económica ejercida por el cedente, pero también a la posterior 

desaparición del propio cesionario, en el marco de una liquidación, y, por otro lado, la 

unidad de que se trata, que no tiene capacidad para alcanzar su objeto económico sin 

recurrir a factores de producción procedentes de terceros, no es totalmente autónoma, 

siempre que, extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente, 

por una parte, se respete el principio general del Derecho de la Unión que impone al 

cedente y al cesionario no pretender beneficiarse de forma fraudulenta y abusiva de 

las ventajas que podrían obtener de la Directiva 2001/23 y, por otra parte, que la 

unidad de producción de que se trata disponga de garantías suficientes que le 

permitan el acceso a los factores de producción de un tercero para no depender de las 

decisiones económicas efectuadas por este de forma unilateral. 

 

STJUE 13/06/2019 ir al texto 

 

Procedimiento prejudicial — Directiva 2001/23/CE — Transmisiones de empresas — 

Mantenimiento de los derechos de los trabajadores — Concepto de “trabajador” — 

Modificación sustancial de las condiciones de trabajo en perjuicio del trabajador» 

 

En el asunto C-317/18,que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Tribunal Judicial da Comarca de Faro 

(Tribunal de Primera Instancia de Faro, Portugal), mediante resolución de 23 de abril de 

2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 14 de mayo de 2018, en el procedimiento 

entre Cátia Correia Moreira y Município de Portimão,el Tribunal de Justicia (Sala 

Octava) declara: 

 

1)      La Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la 

aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento 

de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros 

de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, y en particular su 

artículo 2, apartado 1, letra d), debe interpretarse en el sentido de que una persona 

que ha celebrado con el cedente un contrato para desempeñar un puesto de 

confianza, a efectos de la normativa nacional controvertida en el litigio principal, 

puede ser considerada «trabajador» y disfrutar así de la protección que concede esta 

Directiva, siempre que esté protegida como trabajador por dicha normativa y cuente 

con un contrato de trabajo en la fecha de la transmisión, extremo que corresponde 

verificar al órgano jurisdiccional remitente. 

2)      La Directiva 2001/23, en relación con el artículo 4 TUE, apartado 2, debe 

interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que exige que, 

en caso de transmisión a efectos de dicha Directiva, al ser el cesionario un 

ayuntamiento, los trabajadores afectados, por un lado, se sometan a un procedimiento 

público de selección y, por otro, queden obligados por un nuevo vínculo con el 

cesionario. 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=214945&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=5102116
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JURISPRUDENCIA 
 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

 
 

 
DERECHO A UN 
PROCESO JUSTO 

STEDH 20/06/2019. Caso Loupas c. 

Greciair al texto 

 

Resumen: Derecho a un proceso 

justo (art.6.1 CEDH). Violación 

existente. El recurrente, Ekaterini 

Loupas, es un ciudadano griego 

que nació en 1959 y vive en 

Atenas. 

 

El caso concierne a 

procedimientos disciplinarios y 

procedimientos ante el Consejo de 

Estado al final de  los cuales la 

solicitante, en ese momento y  

actualmente embajadora  de 

Grecia en Ginebra, había sido 

suspendida por seis meses y 

privada de remuneración por 

incumplimiento de los deberes de 

su cargo. 

 

El 17 de agosto de 2007, el 

tribunal de  prud'hommes de 

Ginebra sentenció conjuntamente 

a la Sra. Loupas y a la República 

Helénica para pagar a N.P., una 

trabajadora doméstica filipina que 

había trabajado desde octubre de 

2001 hasta diciembre de 2005 en 

la residencia del solicitante, una 

suma de 181 845 francos suizos, 

correspondiente a una 

reevaluación de su remuneración y 

al pago de las horas 

extraordinarias y el trabajo 

realizado durante los días festivos. 

 

El 20 de septiembre de 2007, la 

República Helénica y la señora 

Loupas recurrieron ante la Corte 

de Apelaciones de Ginebra. El 5 de 

febrero de 2008, el Presidente de 

la Corte de Apelaciones inadmitió 

el recurso. La República Helénica y 

la señora Loupas presentaron una 

demanda de anulación, contra esa 

decisión ante el Tribunal Federal, 

que desestimó la apelación. Por 

orden del secretario General del 

Ministerio de Relaciones 

Exteriores, el Inspector General del 

Ministerio abrió una investigación 
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administrativa. En una decisión 

emitida el 28 de mayo de 2009, el 

Consejo de Disciplina del 

Ministerio de Asuntos exteriores 

desestimó los cargos contra la Sra. 

Loupas de incumplimiento de sus 

deberes de su función, negligencia 

en el desempeño de sus funciones 

y conducta no conforme con la 

representación digna del país. El 8 

de septiembre de 2009, el 

Inspector General de la 

Administración demandó ante el 

Consejo de Estado, solicitando la 

anulación de la decisión de 

absolución adoptada por el 

Consejo disciplinario del 

Ministerio de Asuntos Exteriores. 

El Consejo de Estado anuló la 

decisión del Consejo disciplinario 

e impuso a la Sra. Loupas la 

sanción disciplinaria de un 

período de seis meses, 

acompañados de una total 

privación de remuneración. 

 

Basándose en el artículo 6 § 1 

(derecho a una audiencia justa) 

CEDH, la Sra Lopuas se quejó de 

que su caso no había examinado 

suficientemente, debido a que el 

Consejo de Estado no tuvo en 

cuenta los documentos oficiales 

determinantes y se habría basado 

principalmente en ciertas 

declaraciones del relator del caso 

ante el Consejo Disciplinario del 

Ministerio de Asuntos Exteriores. 

 

 

 

DERECHO A LA 
VIDA PRIVADA 

STEDH 04/06/2019. Caso Kosaité-

Cypienè y otras c. Lituaniair al 

texto 
 

Resumen: Derechos Humanos: 

Derecho a la vida privada: (art.8 

CEDH): El caso trata sobre  la ley 

Lituania relativa a la asistencia 

médica para partos en el hogar. 

Las demandantes, cuatro mujeres, 

habían solicitado sin éxito que el 

Ministerio de Salud enmendara la 

legislación que había prohibido a 

los profesionales médicos ayudar 

en los partos en el hogar. 

 

El TEDH considera que Lituania ha 

logrado un equilibrio justo entre 

los intereses involucrados: el 

derecho de las madres al respeto 

de su vida privada frente al interés 

del Estado en proteger  la salud y 

la seguridad.  

 

En particular, el TEDH considera 

que las cuatro mujeres podrían 

haber optado por cualquiera de 

las salas de maternidad creadas en 

Lituania, desde la década de 1990 

para garantizar condiciones  

seguras en los hogares  para que 

las mujeres dieran  a luz, en 

particular en Vilnius, donde ellas 

vivían. Además, la atención 

postnatal estaba disponible para 

el caso de  emergencia durante o 

después de una entrega en el 

domicilio. 

 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-193452"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-193452"]}
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En fin,  aunque Lituania había 

cambiado recientemente la ley 

sobre los nacimientos en el hogar, 

en realidad no había sido 

obligados a hacerlo en virtud del 

Convenio Europeo, dada la gran 

disparidad existente entre los 

sistemas de los Estados partes  en  

esta materia. 

 

 

STEDH 04/06/2019. Caso Yilmaz c. 

Turquía  ir al texto 

 

Resumen: Derechos Humanos: 

Derecho a la vida privada (art.8 

CEDH); Violación existente. El caso 

traba sobre el rechazo del 

Ministerio de la educación 

nacional al nombramiento del Sr. 

Yilmaz como profesor en el 

extranjero, a pesar de haber 

superado un concurso. El Sr. Yimaz 

sostiene que su nombramiento 

fue rechazado por razón de 

motivos vinculados a su vida 

privada y a la de su esposa. 

El TEDH considera que el proceso 

ha tenido una duración excesiva. 

 

El TEDH considera que la decisión 

de no nombrar al Sr. Yilmaz para 

un puesto de profesor en el 

extranjero estuvo motivada por 

circunstancias de su vida privada y 

se basó en una investigación de 

seguridad que reveló 

informaciones sobre el modo de 

vida y  la forma de vestir de su 

esposa, concretamente a que ella 

utilizaba el velo. 

 

En el caso concreto, el TEDH no 

enteiendo en qué medida el 

hecho de que su esposa lleve velo 

y la manera en que ésta se 

comporta en su domicilio, 

cuestiones relativas a la esfera 

privada, podrían afectar a las 

exigencias del interés público a las 

necesidades de los servciis de 

enseñanza y educación. 

 

 

STEDH 04/06/2019. Caso Haddad 

c. España   ir al texto 

 

Resumen: Vulneración del derecho 

a la vida privada y familiar (art.8 

CEDH). El caso trata sobre la 

resolución de entrega de la hija 

menor del recurrente  a una 

familia de acogida.  Los tres hijos 

del recurrente, entre los cuales su 

hija, que contaba en la fecha de 

los hechos con 1 año y medio, 

fueron llevados a un centro de 

acogida en Madrid a petición de 

su madre, y declarados en estado 

de abandono. Después, los 

menores fueron llevados a un 

centro de acogida en Murcia. El 

recurrente no fue informado de tal 

circunstancia. Por resolución 

adoptada en un procedimiento 

penal sobre violencia de género, 

seguido en virtud de denuncia de 

su esposa, el recurrente no pudo 

tener ningún contacto con sus 

hijos ni tampoco aproximarse a los 

mismos. Finalmente fue absuelto, 

y en la actualidad tiene la guarda 

de sus dos hijos y pretende 

también recuperar la guarda de su 

hija menor. El TEDH considera que 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-193487"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-193740"]}
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las autoridades administrativas 

españolas debieron considerar 

otras medidas menos radicales 

que el acogimiento preadoptivo 

familiar de la hija menor y que 

debieron tener en cuenta las 

peticiones del recurrente de 

restablecer los contactos con ella, 

al menos a partir del momento en 

el que su situación penal se 

clarificó. Las autoridades 

administrativas españolas no han 

desplegado los esfuerzos 

adecuados y suficientes para que 

se respete el derecho del 

recurrente a vivir con su hija en 

compañía de los hermanos de 

ésta. 

 

 

 

LIBERTAD DE 
REUNIÓN 

STEDH 28/05/2019. Caso Forcadell 

i Lluís y otros c. España  ir al texto 

 
 

Resumen:Libertad de reunión y 

asociación (art.11 CEDH). El 

Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos declara, por 

unanimidad, que la demanda es 

inadmisible. 

 

El Tribunal estima que la injerencia 

en el derecho de los demandantes 

a la libertad de reunión puede ser 

razonablemente considerada 

como respuesta frente a una 

"necesidad social imperiosa". La 

suspensión del Pleno del 

Parlamento de la comunidad 

autónoma de Cataluña era 

"necesaria en una sociedad 

democrática", en particular para el 

mantenimiento de la seguridad 

pública, la defensa del orden y la 

protección de los derechos y 

libertades de los demás, en el 

sentido del apartado 2 del artículo 

11 del Convenio. 

 

Por otra parte, el Tribunal observa 

que la decisión de la Mesa del 

Parlamento de convocar una 

sesión plenaria supuso un 

incumplimiento manifiesto de las 

decisiones anteriores del Tribunal 

Constitucional, que tenían por 

objeto proteger el orden 

constitucional.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://hudoc.echr.coe.int/eng-press#{"fulltext":["75147/17"],"itemid":["003-6418363-8433484"]}
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL 

TRABAJO 
 
 

 

OIT NEWS 
 

Adoptada una nueva normativa internacional para enfrentar la violencia y el acoso en 

el trabajo. Ir al texto 

 

La Conferencia Internacional del Trabajo del centenario adoptó un nuevo Convenio y 

una nueva Recomendación para hacer frente a las situaciones de violencia y acoso en 

el lugar de trabajo. 

 

Convenio sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo.  Ir al 

texto 

 

El futuro sindical depende de la organización de la economía informal. Ir al texto 

 

Un nuevo informe revela que la sindicación de los trabajadores de la economía 

informal puede impulsar la renovación del movimiento sindical. Esto puede lograrse 

gracias al aumento del número de afiliados y la asunción de la negociación colectiva 

de los trabajadores de la economía informal a fin de proteger los derechos laborales, 

fortalecer la voz colectiva e influir en las políticas sociales y económicas. 

 

Amplia participación de líderes mundiales en la Conferencia Internacional del Trabajo 

del centenario. Ir a texto 

 

Líderes de gobiernos, de trabajadores y empleadores de todo el mundo se expresan 

a favor de la justicia social en la reunión del centenario de la Conferencia de la OIT. Ir 

a texto 

 

La jefa del área de igualdad de género de la OIT en la lista de las 100 personas más 

influyentes. 

 

Entre los 100 principales figuran personalidades de renombre, políticos, docentes 

universitarios y héroes anónimos cuyo trabajo ha tenido una inmensa repercusión en 

la política de género. Ir al texto 
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http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/ilc/ILCSessions/108/media-centre/news/WCMS_711359/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---relconf/documents/meetingdocument/wcms_711244.pdf
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---relconf/documents/meetingdocument/wcms_711244.pdf
https://www.ilo.org/actrav/media-center/pr/WCMS_711227/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/ilc/ILCSessions/108/media-centre/news/WCMS_710125/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/ilc/ILCSessions/108/media-centre/news/WCMS_710336/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/ilc/ILCSessions/108/media-centre/news/WCMS_710336/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_706561/lang--es/index.htm
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Cómo orientar el cambio tecnológico para promover el trabajo decente. 

 

En el marco de un foro temático, se analizó la manera en que podemos gestionar las 

transformaciones del mundo del trabajo asociadas a las tecnologías digitales, para 

que den lugar a la creación de trabajo decente. El debate tuvo lugar durante la 

Conferencia Internacional del Trabajo del centenario. Ir al texto 

 

El futuro sindical depende de la organización de la economía informal Ir a texto 

 

 

 

ADMINISTRACIÓN DEL TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL 

 

 

 

MINISTERIO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 

El paro registrado se ha reducido en 84.075 personas en el mes de mayo. Ir al texto 

 

El número de parados registrados en las oficinas de los Servicios Públicos de Empleo 

(SEPE) ha bajado en mayo en 84.075 personas en relación con el mes anterior. En 

términos desestacionalizados el paro ha descendido en 20.073 personas. 

 

Respecto a mayo de 2018 el paro se ha reducido 172.639 personas, lo que sitúa su 

nivel de reducción interanual en el 5,31%. 

 

Así, la cifra total de parados registrados es de 3.079.491, el nivel más bajo en un mes 

de mayo de los últimos 10 años. 

 

El desempleo masculino se sitúa en 1.250.812 personas, al bajar en 47.896, y el 

femenino en 1.828.679, al reducirse en 36.179 personas respecto al mes de abril. Si lo 

comparamos con mayo de 2018, el desempleo masculino baja en 96.328 personas y 

el femenino desciende en 76.311. 

 

Por su parte, el desempleo de los jóvenes menores de 25 años se reduce en mayo en 

11.287 personas respecto al mes anterior, mientras el paro de 25 y más años baja en 

72.788. 

El paro registrado ha bajado en todas las comunidades autónomas, entre las que 

destacan: Andalucía (-17.981), Cataluña (-10.507), y la Comunidad Valenciana (-8.744). 
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https://www.ilo.org/ilc/ILCSessions/108/media-centre/news/WCMS_710877/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/actrav/media-center/pr/WCMS_711227/lang--es/index.htm
http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3539
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Por sectores económicos de procedencia de los trabajadores, el paro registrado se ha 

reducido en todos ellos: Agricultura y pesca, en 7.864, Industria en 8.085, 

Construcción en 9.040, Servicios en 54.762, y el colectivo de personas sin empleo 

anterior en 4.324. 

 

La media de trabajadores extranjeros afiliados a la Seguridad Social se sitúa en 

2.155.149 ocupados en mayo. 

 

La Seguridad Social registró 2.155.149 trabajadores extranjeros en mayo, 68.749 más 

que en abril. En el último mes la cifra de este colectivo ha crecido un 3,30%. 

 
 
CALENDARIO ESTADÍSTICO 
 

 

Índices de precios de exportación y de importación de productos industriales. Ir a 

texto 

 

Encuesta Trimestral de Coste Laboral (ETCL)   Ir al texto 

 

Cuarto trimestre de 2018  

 

  El coste laboral de las empresas se situ ́a en 2.692,52 euros por trabajador y mes en 

el cuarto trimestre, con una variacio ́n del 0,9% respecto al mismo periodo de 2017.  

 

  El coste salarial por trabajador y mes aumenta tambie ́n un 0,9% y alcanza los 

2.039,01 euros de media. Por su parte, los otros costes crecen un 0,7%, situa ́ndose en 

653,51 euros por trabajador y mes.  

 

  La jornada semanal media pactada, considerando conjuntamente tiempo completo 

y tiempo parcial, es de 34,2 horas. De estas, se pierden 5,1 horas a la semana, de las 

cuales 3,5 son por vacaciones y fiestas disfrutadas.  

 

  El coste laboral por hora efectiva sube un 0,5% en tasa anual, como consecuencia 

del mayor nu ́mero de horas trabajadas respecto al cuarto trimestre de 2017.  

 

  En tasa trimestral, y con datos corregidos de calendario y desestacionalizados, el 

coste laboral por trabajador no vari ́a, mientras que el coste por hora efectiva 

desciende un 0,1%.  

 

  Con resultados corregidos de calendario, la tasa anual por hora efectiva es del 

1,2%, mientras que por trabajador es del 0,9%. Desestacionalizados, el coste laboral 

http://www.ine.es/daco/daco41/calen.htm
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148943&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148943&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://www.ine.es/daco/daco42/etcl/etcl0418.pdf
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por hora efectiva aumenta un 1,3% en el cuarto trimestre respecto al mismo periodo 

de 2017, mientras que el coste por trabajador crece un 1,0%.  

 

  El nu ́mero de vacantes es de 91.101 en el cuarto trimestre de 2018. El 88,7% se 

encuentra en el sector Servicios.  

 

Encuesta anual de estructura salarial. Ir a texto 

Encuesta de gasto turístico. Ir a texto 

 

Módulo EPA (conciliación vida familiar y laboral)Ir a texto 

 

I ́ndice de Precios Industriales. Base 2015  Ir al texto 

 

Abril 2019. Datos provisionales  

 

La variacio ́n anual del I ́ndice de Precios Industriales se situ ́a en el 2,3%, una de ́cima 

por debajo de la registrada en marzo  

 

La tasa mensual de los precios industriales es del 0,6%  

 

 

Cifras de Poblacio ́n (CP) a 1 de julio de 2018 Estadi ́stica de Migraciones (EM). Primer 

semestre de 2018 Datos Provisionales. Ir al texto 

 

La población de Espan ̃a aumentó en 74.591 personas durante la primera mitad del 

año y se situo ́ en 46.733.038 habitantes. 

 

El saldo migratorio positivo de 121.564 personas compenso ́ un saldo vegetativo 

negativo de 46.273 personas. 

 

Las CCAA con mayor crecimiento de poblacio ́n fueron Illes Balears (0,83%), 

Comunidad de Madrid (0,58%) y Canarias (0,53%). 

 

Indices de Cifra de Negocios Empresarial (ICNE). Base 2015. Ir al texto 

 

Abril 2019. Datos provisionales. 

 

La Cifra de Negocios Empresarial1 registra una variacio ́n mensual del 0,9% en abril si 

se eliminan los efectos estacionales y de calendario. 

 

La tasa anual del ICNE es del 5,0% en la serie corregida de efectos estacionales y de 

calendario, y del 3,7% en la serie original. 

 

http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177025&menu=ultiDatos&idp=1254735976596
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177002&menu=ultiDatos&idp=1254735576863
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=resultados&secc=1254736195124&idp=1254735976595
http://www.ine.es/daco/daco42/daco423/ipri0419.pdf
http://www.ine.es/prensa/cp_j2018_p.pdf
http://www.ine.es/daco/daco42/icne/icne0419.pdf

